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Introducción 

En este documento se presentan el desarrollo conceptual y metodológico 
de la propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México. 
Nos basamos en que en la medición de la violencia en México deben 
considerarse dos trayectorias que se cruzan por un hecho violento: la 
de las víctimas y la de los delincuentes, como se aprecia en la figura 1. 
Resulta imprescindible tomar en cuenta las características tanto de la 
víctima como del agresor, así como las del lugar de ocurrencia del hecho 
violento, para contextualizar su ocurrencia (o repetición), pero también 
su denuncia, el desarrollo del proceso penal y las eventuales sanciones 
y tratamientos que se impongan a los delincuentes, por un lado, y la 
reparación del daño a las víctimas directas o indirectas de estos hechos 
violentos. Para tal efecto, se examinan las fuentes de información 
disponibles para cada etapa del proceso y se identifican las faltantes. 
Finalmente, se exponen los resultados de una exhaustiva búsqueda 
bibliográfica sobre el tema, de gran utilidad para los interesados en el 
tema.   

Figura 1. Esquema general de la violencia y la delincuencia
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	 Una preocupación creciente en nuestro país es la que se refiere a 
la violencia: según la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción 
sobre Seguridad Pública 2014 (ENVIPE), 29.3% de la población de 18 
años y más piensa que la seguridad pública seguirá igual de mal y 35.9% 
considera que empeorará. Si bien la percepción que se tiene no siempre se 
puede acompañar de indicadores estadísticos confiables, pocas personas 
podrían rechazar que vivimos una profunda crisis al respecto, a la que 
tenemos que responder de manera integral: la percepción ciudadana de 
inseguridad ha generado una de indignación, así como a un aumento 
de las demandas de seguridad y salvaguarda de las personas y sus 
propiedades. Si bien se han dado una serie de reformas legislativas, éstas 
no han tenido el impacto necesario ni sobre la situación de violencia y 
delincuencia ni sobre la percepción de la población. 

	 Para poder responder a este reto es necesario contar con la evidencia 
empírica que sirva de base para las políticas públicas destinadas a la 
reducción de la violencia y la criminalidad; sin embargo, uno de los 
principales problemas a los que se ha enfrentado el estado ha sido la 
falta de información sobre el fenómeno. Es bien conocido que el aparato 
de procuración de justicia no goza de la necesaria confianza por parte de 
la población (38.1% de la población de 18 años y más tiene Poca confianza 
en el Ministerio público y 18.1% no confía en esta autoridad, según la 
ENVIPE 2014), lo que se refleja en que una parte importante de los 
delitos (nueve de cada diez) no sea denunciada; lo anterior provoca que 
haya un desconocimiento en lo que se refiere a la llamada cifra negra, 
pues sólo conocemos la parte de los delitos que es denunciada. 

	 Una excepción la constituye el homicidio, pues contamos con una 
fuente alternativa de información –los certificados de defunción- que nos 
permite acercarnos de mejor manera a la ocurrencia de este delito, pero 
aún así existen elementos de información, como el hallazgo recurrente 
de fosas clandestinas, que dan señales de una subcobertura de esta 
fuente y por lo tanto de una subestimación de la incidencia de este 
delito. Para otros, especialmente para cuya investigación es necesaria 
una querella, se han desarrollado encuestas –algunas específicas de 
victimización como la ENVIPE-, las cuales han venido aportando datos 
muy relevantes; sin embargo, existen limitantes importantes respecto 
a la información que es posible recabar a través de éstas, como por 
ejemplo delitos de baja prevalencia estadística que requerirían tamaños 
de muestra cuya magnitud los hace imposibles de implementar. 
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	 Las reformas legislativas también han considerado modificaciones 
en la estructura gubernamental han incluido componentes para 
asegurar una adecuada producción de información. Ejemplo de esto es la 
creación del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública (SESNSP) donde se alberga el Centro Nacional de Información, 
encargado de vigilar la actualización de las bases de datos del Sistema 
Nacional de Información de Seguridad Pública. 

	 Otro ejemplo es la relativamente reciente creación del Subsistema 
Nacional de Información de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición 
de Justicia (SNIGSPIJ), coordinado por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (Inegi).  El SNIGSPIJ inició actividades con el 
primer proyecto para la generación de información que son los Censos 
Nacionales de Gobierno. Otro ha sido la creación del Banco Nacional 
de Datos e Información sobre Casos de Violencia contra las Mujeres 
(Banavim) previsto por la Ley General de Acceso a una Vida Libre de 
Violencia (lgamvlv) encargado de integrar estadísticas y diagnósticos 
de violencia contra las mujeres. También hay que mencionar los 10 
Observatorios de Violencia Social y de Género en ciudades, municipios y 
zonas metropolitanas del país, además de algunos de los 38 Observatorios 
urbanos locales que también incluyen la temática de violencia, los cuales 
fueron instalados a través del Programa Hábitat de la Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol) (Ramírez, 2012). 

	 Por su parte, el Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y 
la Equidad de Género de la Cámara de Diputados (ceameg), desarrolló 
un Sistema de Información sobre Violencia de Género,1 el cual busca dar 
apoyo al trabajo legislativo dentro de la Cámara de Diputados, con el 
fin de que las diputadas y diputados cuenten con un instrumento para 
tener acceso a información suficiente, adecuada y actualizada sobre el 
tema de la violencia de género, recopilando estadísticas provenientes 
de encuestas (envim 2003, endireh 2003 y 2006, pero no incluye 
la edición 2011), y registros administrativos, en variables tales como: 
delincuencia en materia de violencia intrafamiliar, lesiones, egresos 
hospitalarios, mortalidad y divorcios. Al reconocer la violencia como 
un problema de salud pública en el marco de los derechos humanos, 
la Secretaría de Salud implantó el Subsistema de Lesiones y Causas 
de Violencia a través de la Dirección General de Información en Salud 
(dgis). 

1 http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/Ceameg/violencia/sivig/introduccion.html
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	 Por otro lado, existen esfuerzos interinstitucionales que han derivado 
en la realización de encuestas como la Encuesta Nacional de la Dinámica 
de las Relaciones en los Hogares (Endireh), la Encuesta Nacional 
sobre Inseguridad (ENSI), la Encuesta Nacional sobre Victimización y 
Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE), la Encuesta Nacional 
de Victimización de Empresas (ENVE) y la Encuesta Nacional sobre 
Violencia contra las Mujeres (Envim). Sin embargo, aún no se cuenta 
con un sistema de información consolidado que provea la información con 
la cobertura temática y el nivel de desagregación que se requiere sobre 
el tema. Esta es nuestra principal hipótesis y la iremos desarrollando a 
lo largo del texto.

Las fuentes de información

El primer obstáculo al que se enfrenta cualquier persona interesada en 
la violencia y la inseguridad pública es la ausencia de una cifra única 
a partir de la cual desarrollar análisis, proponer medidas de política 
pública y monitorear y evaluar su desarrollo. En México no existe un 
sistema homogeneizado de información en el cual se presente información 
sobre los hechos violentos y su denuncia. Cabe señalar que ante la 
ocurrencia de un hecho violento o un evento posiblemente constitutivo 
de delito (puede haber violencias que no están tipificadas como delitos 
en los códigos penales de las entidades federativas y se pueden cometer 
delitos sin violencia, entendida ésta como física), la autoridad puede 
tener conocimiento mediante un llamado a la policía preventiva, ya 
sea de manera personal o por vía telefónica, por una denuncia ante el 
Ministerio público, por hallar in fraganti a los responsables de un delito 
o bien por encontrar las evidencias de un delito, como el hallazgo de un 
cadáver o el ingreso a un hospital de una víctima de una agresión.2

	 Por otra parte, hay que tomar en cuenta que una parte de los delitos 
requieren de la querella de la parte afectada para iniciar el proceso de 
procuración e impartición de justicia, por lo que aun en casos de flagrancia 
puede ser que no queden registrados al no haber una denuncia. Como 
hemos mencionado, existen diversas razones por las que las víctimas 
pueden decidir no denunciar la comisión de un delito, como detallaremos 
más adelante.

2 Para una descripción detallada de los procesos de procuración e impartición de justicia y sus fuentes de información, 
referirse a Ramírez (2012).



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

8

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

Estadísticas Judiciales en Materia Penal

El Instituto Nacional de Geografía y Estadística (inegi), desarrolló 
las Estadísticas Judiciales en Materia Penal, que funcionaron entre 
1997 y 2012, las cuales abordaban los datos acerca de presuntos 
delincuentes, delincuentes sentenciados (procesados y sentenciados a 
partir de la reforma procesal penal de junio de 2008), sus características 
sociodemográficas y los delitos que ocasionaron su consignación. Esta 
información se deriva de los registros de los juzgados penales y mixtos 
de primera instancia en el fuero común, y en el caso del Distrito Federal, 
en el fuero federal. Esta información se presenta desagregada bajo 
variables que describen las características sociodemográficas de los 
sujetos (sexo, edad, ocupación, nivel de instrucción, estado conyugal/
civil y nacionalidad), así como características del delito (tipo, fuero, 
intencionalidad, grado de consumación y fecha en que ocurrió) y del 
proceso legal (tipo de auto de término dictado, tipo de sentencia y penas 
o sanciones impuestas). Además se captan el municipio y entidad donde 
ocurre el delito y el lugar de residencia del sujeto, así como el estado 
psicofísico en que se encontraba en el momento de cometer el delito. A 
partir de 1996 se genera información sobre el número de delitos por los 
que se consigna a las personas.

	 Sin embargo, esta fuente presentaba problemas de cobertura 
y exhaustividad, además de que no cumplía a cabalidad las 
recomendaciones de la Organización de Naciones Unidas (ONU), en el 
sentido que se deberían integrar las características de seguridad y orden 
público en un subsistema que incluya estadísticas policíacas, judiciales 
y penitenciarias, además de cubrir tres aspectos: a) El suceso criminal, 
que comprende el hecho delictivo, el autor y la víctima; b) El sistema de 
justicia penal, que incluye los antecedentes, los procesos, los resultados 
y los recursos y c) El contexto demográfico, social y económico.3  Por estas 
razones, el Inegi las sustituyó por un ambicioso proyecto denominado 
Censos de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de Justicia, los 
cuales han ido evolucionando y madurando y enfrentan aún algunos 
problemas. Nos referiremos a los instrumentos de captación de 
información que tienen que ver con delitos del orden común.

3 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/registros/sociales/judiciales/presentacion.aspx
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Los Censos de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de Justicia

Son métodos estadísticos para captar información estadística de interés 
nacional, que permita conocer la situación que guardan la gestión y 
el desempeño de las instituciones públicas que conforman al Estado 
Mexicano y sus respectivos poderes en su función de Gobierno, para 
apoyar los procesos de diseño, implementación, monitoreo y evaluación 
de las políticas públicas en estas materias. Para ello, los instrumentos 
utilizados bajo este método permiten captar información, a partir de 
registros administrativos, de las instituciones públicas de los tres 
Poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) y los tres Ámbitos de Gobierno 
(Federal, Estatal y Municipal), así como organismos autónomos.

	 En particular se capta información para identificar las características 
de los gobiernos, a través de la cantidad de instituciones, recursos 
organizacionales y su distribución por funciones ejercidas, ejercicio de 
funciones específicas (seguridad pública, justicia, reinserción social, 
control interno, planeación, evaluación, transparencia, anticorrupción, 
estadística, entre otras), trámites y servicios, marco regulatorio, entre 
otros temas necesarios en la materia.

	 El objetivo general es: Captar información estadística y geográfica 
de interés nacional, que permita conocer la situación que guardan la 
gestión y el desempeño de las instituciones públicas que conforman al 
Estado y sus respectivos poderes en su función de Gobierno, Seguridad 
Pública e Impartición de Justicia, para apoyar los procesos de diseño, 
implementación, monitoreo y evaluación de las políticas públicas en 
estas materias.

Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Delegacionales

El primer Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Delegacionales 
2011 (CNGMD) se levantó de abril a octubre de 2011.4 El CNGMD tuvo 
como objetivo solicitar, recopilar y difundir información estadística y 
geográfica sobre gestión y desempeño de las instituciones públicas de los 
gobiernos municipales y delegacionales en su función de gobierno, a efecto 
de que dicha información, se vincule con el quehacer gubernamental 
dentro del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación 
de las políticas públicas de alcance nacional en las referidas materias.

4 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/censosgobierno/cng2011gmd/presentacion.aspx
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	 Los resultados de este levantamiento se presentan a nivel nacional, 
con desglose por entidad federativa, municipal y delegacional. El Censo 
Nacional de Gobiernos Municipales y Delegacionales 2011, es el segundo 
levantamiento que en esta materia realiza el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (Inegi), ello, en el marco de los trabajos derivados 
de las actividades del Subsistema Nacional de Información de Gobierno, 
Seguridad Pública e Impartición de Justicia (SNIGSPIJ). El anterior 
ejercicio que realizó el Inegi en esta materia, se le denominó “Encuesta 
Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Justicia Municipal 2009” 
(ENGSPJM 09),5 la cual por virtud de su estructura temática y la 
información que generó, contó con la colaboración de la Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol) en virtud de su experiencia en la coordinación 
de levantamientos de encuestas municipales.

	 Con el objetivo de dar continuidad a estos trabajos, se realizaron 
el “Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Delegacionales 2013” 
(CNGMD 2013)6 y el “Censo Nacional de Gobiernos Municipales y 
Delegacionales 2015” (CNGMD 2015),7 cuyos levantamientos guardan 
consistencia con los instrumentos anteriores, por lo que se mantiene 
la homologación conceptual y metodológica, a fin de continuar con la 
generación de series estadísticas en estas materias, e incluso se ha 
enriquecido.

	 Es preciso mencionar que, como parte de las acciones del SNIGSPIJ, 
la Junta de Gobierno del Instituto emitió el “Acuerdo por el que se 
aprueba la Norma Técnica para la Clasificación Nacional de Delitos del 
Fuero Común para Fines Estadísticos”, el cual fue publicado en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF) el 21 de diciembre de 2011.8

	 Dicha Norma Técnica fue formulada con el apoyo de grupos de 
trabajo integrados por representantes de diversas instituciones públicas 
federales y estatales y permite clasificar la información estadística 
relacionada con 41 Delitos del Fuero Común, de manera estructurada, 
estandarizada, consistente, compatible y comparable.

	 Derivado de lo anterior, el instrumento de captación del CNGMD, ha 
tenido ajustes en su estructura a efecto de poder captar la información 
bajo los principios establecidos en la Norma Técnica. No obstante, como 

5 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/engspjm/default.aspx
6 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/censosgobierno/cngmd2013/presentacion.aspx
7 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/censosgobierno/cngmd2015/presentacion.aspx
8 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5226002&fecha=21/12/2011
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se refirió, se mantiene consistencia temática y conceptual, con lo cual 
la serie estadística que comenzó su construcción en 2009 no se verá 
interrumpida.

	 Asimismo, es importante destacar que el 20 de diciembre de 2011, fue 
publicado en el DOF el “Acuerdo de la Junta de Gobierno del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía por el que se determina Información 
de Interés Nacional al Censo Nacional de Gobiernos Municipales y 
Delegacionales, que forma parte de los Censos Nacionales de Gobierno”, 
con el cual se garantiza que toda la información que sea obtenida a 
partir de este instrumento, se considere oficial y de uso obligatorio para 
la Federación, los estados, el Distrito Federal y los Municipios.

	 Cabe señalar que los datos del último levantamiento (CNGMD 
2015) aún no están disponibles para su consulta y análisis.

Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales

En el marco del Subsistema Nacional de Información de Gobierno, 
Seguridad Pública e Impartición de Justicia (SNIGSPIJ), desde el año 
2009 y con el propósito de consolidar la generación de información 
estadística en las materias de gobierno, seguridad pública, procuración 
e impartición de justicia, se da inicio con la implementación del primer 
cuestionario y con la construcción de una serie histórica que soporte el 
proceso de las políticas públicas en estas materias.

	 El instrumento que dio origen al ejercicio estadístico en dichas 
materias fue la “Encuesta Nacional de Gobierno 2010 - Poder Ejecutivo 
Estatal” (ENG 2010-PEE),9 el segundo proyecto fue el “Censo Nacional 
de Gobierno 2011-Poder Ejecutivo Estatal” (CNG 2011-PEE),10 y 
posteriormente se presentó el “Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2012” (CNGSPSPE 2012).11 Es 
de destacar que en las tres ocasiones se alcanzó la totalidad del universo 
de las entidades federativas. Con el objetivo de dar continuidad a estos 
trabajos, se realizó el “Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública 
y Sistema Penitenciario Estatales 2013” (CNGSPSPE 2013),12 cuyo 
levantamiento guarda consistencia con los tres instrumentos referidos, 

9  http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/eng2010/default.aspx
10 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cng2011/default.aspx
11 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cngspspe2012/default.aspx
12 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cngspspe2013/default.aspx
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por lo que se mantiene la homologación conceptual y metodológica, 
a fin de continuar con la generación de series estadísticas en estas 
materias, e incluso se ha enriquecido. El Censo tiene como objetivo 
generar información estadística y geográfica sobre la gestión de la 
Administración Pública de cada Entidad Federativa, en las materias de 
gobierno, seguridad pública y sistema penitenciario, así como justicia 
cívica para el caso del Distrito Federal. Ello, con la finalidad de que 
dicha información se vincule con el quehacer gubernamental dentro 
del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional en dichas materias.

	 El Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema 
Penitenciario Estatales 2014 (CNGSPSPE 2014),13 se presenta 
como el quinto producto que el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía realiza en esta materia. Éste tiene como objetivo generar 
información estadística y geográfica sobre la gestión y el desempeño de 
la Administración Pública de cada Entidad Federativa, en las áreas de 
gobierno, seguridad pública y sistema penitenciario, así como justicia 
cívica para el caso del Distrito Federal. Ello, con la finalidad de que 
dicha información se vincule con el quehacer gubernamental dentro 
del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional en dichas materias.

	 El Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema 
Penitenciario Estatales 2015 (CNGSPSPE 2014),14  se presenta como 
el sexto producto que el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
realiza en esta materia. Éste tiene como objetivo generar información 
estadística y geográfica de la gestión y desempeño de las instituciones 
que integran a la Administración Pública de cada Entidad Federativa, 
específicamente en las funciones de gobierno, seguridad pública, 
sistema penitenciario y medio ambiente, así como justicia cívica, 
únicamente para el caso del Distrito Federal, con la finalidad de que 
dicha información, se vincule con el quehacer gubernamental dentro 
del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional en los referidos temas de interés 
nacional. Los resultados de este instrumento estarán disponibles en el 
año 2016.

13 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cngspspe2014/default.aspx
14 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cngspspe2015/default.aspx
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	 Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal

En el marco de los trabajos derivados de las actividades del Subsistema 
Nacional de Información de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición 
de Justicia (SNIGSPIJ), el Inegi estableció una estrategia de 
coordinación con la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia 
(CNPJ), para llevar a cabo el Censo Nacional de Procuración de Justicia 
Estatal 201115 en las 32 Procuradurías Generales de Justicia, durante el 
segundo trimestre del año 2011.

	 El Censo tuvo como objetivo general solicitar, recopilar y difundir 
información estadística y geográfica sobre la función de procuración 
de justicia en el ámbito estatal, a fin de que ésta sea vinculada con el 
quehacer gubernamental dentro del proceso de diseño, implementación, 
monitoreo y evaluación de las políticas públicas de alcance nacional en 
dicha materia.

	 La información contenida en el proyecto fue sometida a la 
consideración de la Junta de Gobierno para ser determinada como 
Información de Interés Nacional con el nombre de Censo Nacional de 
Procuración de Justicia Estatal 2011, siendo que inicialmente se le 
denominó Censo Nacional de Gobierno 2011 –Poder Ejecutivo Estatal. 
Procuración de Justicia.

	 Su objetivo general es el de: Solicitar, recopilar y difundir información 
estadística y geográfica de las instituciones públicas en las Entidades 
Federativas, encargadas de la función de procuración de justicia, a fin de 
que ésta sea vinculada con el quehacer gubernamental dentro del proceso 
de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas de alcance nacional en dicha materia. Desafortunadamente, 
los datos no permiten identificar a las víctimas de los distintos delitos 
considerados.

	 El Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 201216 

tuvo como objetivo generar información estadística y geográfica de 
las procuradurías generales de justicia en las entidades federativas, 
con la finalidad de que dicha información se vincule con el quehacer 
gubernamental dentro del proceso de diseño, implementación, monitoreo 
y evaluación de las políticas públicas de alcance nacional en la materia 
de procuración de justicia. Desafortunadamente, el gobierno de Colima 

15  http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cng2011pee_pj/default.aspx
16  http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnpje2012/default.aspx
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no distinguió el sexo de las víctimas en los presuntos delitos en los 
procesos iniciados; de esta manera, únicamente podemos saber que se 
registraron 91 víctimas de Abuso sexual, 128 de Violación simple y 499 
de Violencia familiar.

	 El “Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2013” (CNPJE 
2013) es el tercer proyecto que en esta materia realiza el Inegi.17 Su 
levantamiento guarda consistencia con los instrumentos aplicados 
en 2011 y 2012, por lo que se mantiene la homologación conceptual y 
metodológica y se asegura la continuidad de la serie estadística iniciada 
hace dos años, e inclusive, se enriquecen los temas abordados. Asimismo, 
a fin de contar con referentes que apoyaran el logro de los objetivos de 
este Censo, el Instituto estableció una estrategia de coordinación con 
la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia para determinar 
los canales de comunicación e intercambio de información con diversas 
instituciones y organismos encargados de llevar a cabo la función de 
procuración de justicia en cada entidad federativa.

	 Es importante destacar que dada la importancia de la información 
generada a través de los Censos Nacionales de Gobierno, el 28 de 
diciembre de 2012, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 
“Acuerdo de la Junta de Gobierno del Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía por el que se determina Información de Interés Nacional al 
Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal, que forma parte de 
los Censos Nacionales de Gobierno”, con el cual se garantiza que toda la 
información que sea obtenida a partir de este instrumento, se considere 
oficial y de uso obligatorio para la Federación, los estados, el Distrito 
Federal y los Municipios.

	 El “Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2014” 
(CNPJE 2014) se presenta como el cuarto producto que el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía realiza en esta materia.18 Éste 
tiene como objetivo generar información estadística y geográfica de 
las procuradurías y fiscalías generales de justicia de las entidades 
federativas, con la finalidad de que dicha información se vincule con el 
quehacer gubernamental dentro del proceso de diseño, implementación, 
monitoreo y evaluación de las políticas públicas de alcance nacional, en 
materia de procuración de justicia.

17 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnpje2013/default.aspx
18 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnpje2014/default.aspx
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	 El Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2015 (CNPJE 
2015) 19 tiene como objetivo generar información estadística y geográfica 
de la gestión y desempeño de las instituciones que integran a la 
Procuraduría General de Justicia o Fiscalía General de cada Entidad 
Federativa, específicamente en las funciones de gobierno, procuración de 
justicia, justicia para adolescentes y justicia alternativa, con la finalidad 
de que dicha información, se vincule con el quehacer gubernamental 
dentro del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación 
de las políticas públicas de alcance nacional en los referidos temas de 
interés nacional. Los resultados de este instrumento estarán disponibles 
en el año 2016.

Censo Nacional de Procuración de Justicia Federal 2014

Para complementar los trabajos que en el ámbito estatal se han llevado 
a cabo, el “Censo Nacional de Procuración de Justicia Federal 2014” 
(CNPJF 2014),20 tiene por objeto generar información estadística y 
geográfica de la Procuraduría General de la República (PGR), con la 
finalidad de que ésta se vincule con el quehacer gubernamental dentro 
del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional en la materia de procuración 
de justicia. Al respecto, dicho instrumento está conformado por dos 
Módulos: 1) Estructura organizacional y recursos, y 2) Procuración de 
Justicia Federal.

Sus objetivos específicos son:

•	 Captar información que permita dar a conocer la forma de 
organización de la Procuraduría General de la República, a fin de 
conocer la forma en la que se integra y las características de la 
misma.

•	 Conocer la cantidad de recursos humanos, presupuestales y materiales 
con los que cuenta la Procuraduría General de la República, con el 
objeto de identificar las características de distribución de los mismos 
a partir de su estructura organizacional.

19 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnpje2015/default.aspx
20 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnpjf2014/default.aspx
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•	 Conocer la cantidad de Agencias del Ministerio Público del Fuero 
Federal adscritas a la Procuraduría General de la República, con 
el objeto de identificar las características básicas de organización 
y recursos para el ejercicio de la función de procuración de justicia.

•	 Identificar la cantidad de averiguaciones previas y/o carpetas de 
investigación abiertas por los Ministerios Públicos del Fuero Federal 
adscritos a la Procuraduría General de la República, con la finalidad 
de ofrecer elementos suficientes que permitan conocer el curso de 
atención de las mismas, así como la cantidad y características de 
los delitos, víctimas e inculpados y/o imputados que se encuentran 
registrados en éstas.

•	 Identificar la cantidad de órdenes de aprehensión giradas a la 
Policía Ministerial, con el propósito de conocer el curso de atención 
realizado a las mismas.

Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal

En 2011 se inició con las actividades relacionadas a la generación 
de la información en la materia de impartición de justicia, siendo el 
primer proyecto el “Censo Nacional de Gobierno 2011 - Poder Judicial 
Estatal - Impartición de Justicia 2011”,21 el cual tuvo como principal 
objetivo generar información estadística de los órganos jurisdiccionales 
y administrativos e instituciones que integran a los Poderes Judiciales 
de las Entidades Federativas en su función de impartición de justicia. 
Desafortunadamente, los datos no permiten identificar a las víctimas de 
los distintos delitos considerados.

	 Posteriormente, en 2012 se presentó el “Censo Nacional de 
Impartición de Justicia Estatal 2012” (CNIJE 2012),22 como el segundo 
levantamiento que el Inegi realizó en dicha materia, el cual se integró de 
159 preguntas, divididas en cinco Módulos: 1) Estructura organizacional 
y recursos; 2) Impartición de justicia en materia penal; 3) Justicia para 
adolescentes; 4) Impartición de justicia en todas las materias; 5) Justicia 
alternativa, ello en el marco de los trabajos derivados de las actividades 
del SNIGSPIJ, y cuyos resultados pueden ser consultados en el Sitio del 
Inegi en Internet. 

21 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cng2011pje_ij/default.aspx
22 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnije2012/default.aspx
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	 En lo que respecta a 2013, se presentó el “Censo Nacional de 
Impartición de Justicia Estatal 2013” (CNIJE 2013),23 como el tercer 
levantamiento que el Inegi realizó en dicha materia, éste se integró 
por 209 preguntas, las cuales dependiendo de la aplicación de algunos 
temas, llegaron a ser 224 preguntas, las cuales fueron divididas en cinco 
Módulos: 1) Estructura organizacional y recursos; 2) Impartición de 
justicia en materia penal; 3) Justicia para adolescentes; 4) Impartición 
de justicia en todas las materias; 5) Justicia alternativa, ello en el 
marco de los trabajos derivados de las actividades del SNIGSPIJ, y 
cuyos resultados también pueden ser consultados en del Sitio del Inegi 
en Internet. 

	 El Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2014 
(CNIJE 2014),24 tiene como objetivo generar información estadística y 
geográfica sobre las actividades de los tribunales superiores de justicia, 
consejos de la judicatura y centros de justicia alternativa y/o mediación 
y/o conciliación en las entidades federativas, con la finalidad de que 
dicha información se vincule con el quehacer gubernamental dentro 
del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional, en materia de impartición de 
justicia.

	 El Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2015 (CNIJE 
2015),25 tiene como objetivo generar información estadística y geográfica 
de la gestión y desempeño de las instituciones que conforman al Tribunal 
Superior de Justicia y al Consejo de la Judicatura en cada Entidad 
Federativa, específicamente en las funciones de gobierno, impartición de 
justicia, justicia para adolescentes y justicia alternativa, con la finalidad 
de que dicha información, se vincule con el quehacer gubernamental 
dentro del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación 
de las políticas públicas de alcance nacional en los referidos temas de 
interés nacional. Los resultados de este instrumento estarán disponibles 
en el año 2016.

23 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnije2013/default.aspx
24 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnije2014/default.aspx
25 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnije2015/default.aspx
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Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal

El Censo tiene como objetivo generar información estadística y geográfica 
de los órganos que integran al Poder Judicial de la Federación, con la 
finalidad de que ésta se vincule con el quehacer gubernamental dentro 
del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional en la materia de impartición 
de justicia, para el cual se tomó la decisión de aplicar en un mismo 
levantamiento los cuestionarios correspondientes a los años 2011, 2012 
y 2013, adoptando para tal efecto la denominación de “Censo Nacional 
de Impartición de Justicia Federal 2011-2013”.26 A un año de distancia 
de la aplicación del primer censo en materia de impartición de justicia 
federal, y para complementar los trabajos realizados en el ámbito estatal, 
el “Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal 2014”, tiene por 
objeto generar información estadística y geográfica de los órganos que 
integran al Poder Judicial de la Federación, con la finalidad de que ésta 
se vincule con el quehacer gubernamental dentro del proceso de diseño, 
implementación, monitoreo y evaluación de las políticas públicas de 
alcance nacional en la materia de impartición de justicia.

	 Al respecto, este instrumento está conformado por cuatro Módulos: 
1) Estructura organizacional y recursos. Poder Judicial de la Federación; 
2) Impartición de Justicia Federal. Suprema Corte de Justicia de 
la Nación; 3) Impartición de Justicia Federal. Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, y 4) Impartición de Justicia Federal. 
Tribunales Colegiados de Circuito / Tribunales Unitarios de Circuito / 
Juzgados de Distrito (Consejo de la Judicatura Federal).

Sus objetivos específicos son:

•	 Identificar a los órganos que integran al Poder Judicial de la 
Federación, así como la manera en la que estos se integran, con la 
finalidad de conocer su forma de organización.

•	 Conocer la cantidad de recursos humanos, presupuestales y materiales 
con los que cuentan los órganos que integran al Poder Judicial de 
la Federación, con el objeto de identificar las características de 
distribución de los mismos a partir de su estructura organizacional.

26 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/censosgobierno/cnijf/presentacion.aspx
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•	 Reconocer los recursos de redes y conexión a internet con los que 
cuentan los órganos que integran al Poder Judicial de la Federación, 
con el fin de conocer las características básicas de gobierno electrónico 
en los mismos.

•	 Conocer la cantidad, tipos y características de acceso a trámites 
y servicios de los órganos que integran al Poder Judicial de la 
Federación, con la finalidad de ofrecer datos básicos de los servicios 
que se proporcionan a sus usuarios.

•	 Identificar los elementos y acciones institucionales que se han 
llevado a cabo en los órganos que integran al Poder Judicial de 
la Federación, sobre la implementación y ejercicio de funciones 
específicas como planeación, evaluación, actividades estadísticas y/o 
geográficas, armonización contable, transparencia, control interno 
y anticorrupción, a efecto de contar con elementos suficientes que 
permitan conocer las características del marco institucional de buen 
gobierno en el que se desarrollan sus actividades.

•	 Identificar la cantidad de asuntos jurisdiccionales instaurados en 
sus diversas etapas ante los órganos jurisdiccionales de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, con la finalidad de ofrecer elementos 
suficientes que permitan conocer el curso de atención que siguieron.

•	 Identificar la cantidad de asuntos jurisdiccionales instaurados en 
sus diversas etapas ante los órganos jurisdiccionales del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, con la finalidad de 
ofrecer elementos suficientes que permitan conocer el curso de 
atención que siguieron.

•	 Identificar la cantidad de causas penales instauradas en sus diversas 
etapas ante los Tribunales Colegiados de Circuito, los Tribunales 
Unitarios de Circuito y los Juzgados de Distrito, con la finalidad 
de ofrecer elementos suficientes que permitan conocer el curso de 
atención que siguieron, así como la cantidad de delitos, procesados y 
sentenciados que se encuentran registrados en las mismas.

•	 Identificar la cantidad de procedimientos en las materias 
administrativa, civil, trabajo y mixta en sus diversas etapas, 



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

20

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

instaurados ante los Tribunales Colegiados de Circuito, los 
Tribunales Unitarios de Circuito y los Juzgados de Distrito, con la 
finalidad de ofrecer elementos suficientes que permitan conocer el 
curso de atención de los mismos.

	 Cabe señalar que todos estos instrumentos utilizan un clasificador 
común: la Norma Técnica para la Clasificación Nacional de Delitos del 
Fuero Común para Fines Estadísticos (Publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 21 de diciembre de 2011).

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
(sesnsp) es un Órgano Administrativo Desconcentrado de la 
Secretaría de Gobernación, el cual cuenta con autonomía técnica, de 
gestión y presupuestal, cuyo propósito es ejecutar y dar seguimiento 
a los acuerdos del Consejo Nacional de Seguridad Pública, instancia 
superior de coordinación y de definición de las políticas públicas en 
materia de seguridad pública; por lo tanto es el órgano operativo, el eje 
de coordinación entre las instancias federales, estatales y municipales 
responsables de la función de salvaguardar la integridad de las personas, 
la seguridad ciudadana, así como de preservar el orden y la paz públicos.

Centro Nacional de Información

El Centro Nacional de Información es una unidad del sesnsp que 
integra y administra las bases de datos criminalísticas y del personal de 
seguridad pública, coordinando para ello a las instancias responsables 
de suministrar la información en los tres órdenes de gobierno. La 
información que es proporcionada por la Federación, los estados, el 
Distrito Federal y los municipios, con base en sus propios registros y 
datos que tienen bajo su resguardo.

	 Como instancia coordinadora y normativa del sistema nacional de 
información sobre seguridad pública, parte de su responsabilidad recae 
en establecer las estrategias, protocolos y criterios técnicos que permitan 
la homologación de los registros y el intercambio de datos, vigilando la 
seguridad de las bases y el cumplimiento de los criterios para el acceso 
y actualización de las mismas. Dispone de registros de información 
penitenciaria, de personal de seguridad pública, de vehículos robados 
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y recuperados, de personas extraviadas o desaparecidas, así como 
los provenientes del informe policial homologado y de los reportes de 
incidencia delictiva y víctimas del delito.

	 Adicionalmente, tiene la atribución de establecer las medidas 
necesarias para la operación y homologación de los servicios de atención 
de llamadas de emergencia y de denuncia anónima, a través de los 
números únicos 066 y 089; así como vigilar la operación y coadyuvar al 
mantenimiento de la Red Nacional de Telecomunicaciones de seguridad 
pública.

	 En su página de internet27 el sesnsp presenta información acerca 
de la incidencia delictiva. Se refiere al número y tipo de presuntos 
delitos -entendidos como el quebrantamiento de la ley que ocurre en 
un determinado momento y lugar, para los cuales pueden existir una 
o varias víctimas- cometidos en una entidad federativa o municipio, 
según consta en una Averiguación Previa o Carpeta de Investigación 
emitida por la instancia judicial competente. En el caso de los delitos del 
fuero común, corresponde a las Procuradurías Generales de Justicia o 
Fiscalías Generales de las entidades federativas. En el caso de los delitos 
del fuero federal, a la Procuraduría General de la República. Cada mes 
se publica el número total de delitos, desagregados en siete grandes 
tipos y en distintas modalidades, de acuerdo al formato CIEISP Comité 
Interinstitucional de Estadística e Informática de Seguridad Pública. 
Cabe señalar que la información sobre incidencia delictiva consiste en 
datos estadísticos; es decir, en información agregada sobre el número 
y tipo de delitos únicamente. No se dispone de los datos individuales, 
como nombre y apellidos de las víctimas o victimarios, ni sobre sus 
edades, sexo, domicilio, etc.

Las encuestas de victimización

El objeto estadístico de los registros administrativos son las denuncias, 
los delitos, los procesos penales y las sentencias emitidas, por lo que 
escapan a su cobertura los delitos que no son denunciados. Para 
acercarse a la llamada “cifra negra” se han buscado métodos alternativos 
de recolección, comenzando por la Encuesta Internacional sobre 
Criminalidad y Victimización de 1987 (ICVS, por sus siglas en inglés), 
que es un conjunto programado de encuestas por muestreo que buscan 

27 http://secretariadoejecutivo.gob.mx/faq/incidencia-delictiva.php
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conocer las experiencias de los individuos que integran los hogares 
con la delincuencia, aplicando cuestionarios y elementos de diseño 
estandarizados. El proyecto se planeó para producir estimaciones de 
victimización que pudieran ser usadas en comparaciones internacionales. 
Su importancia radica en la estandarización de los delitos, lo que 
permite hacer análisis de los delitos en diferentes países. Esto resulta 
de particular importancia en México, por la existencia de 33 códigos 
penales, por lo que se ha tomado en cuenta -junto con otros estándares 
internacionales y recomendaciones de metodología- para diseñar las 
encuestas sobre victimización que se han venido llevando a cabo en el 
país. 

La Encuesta Nacional sobre Inseguridad Pública en las Entidades Federativas

La Primera Encuesta Nacional sobre Inseguridad Pública en las 
Entidades Federativas (ENSI-1), fue levantada en 2002 por el Instituto 
Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad, A.C. (icesi). Constituye 
el primer diagnóstico al problema de la inseguridad, con información 
confiable acerca de su cuantificación fáctica y su percepción social. Sus 
objetivos eran: 

•	 Estimar los hechos delictivos denunciados y no denunciados por 
entidad federativa.

•	 Registrar el historial de experiencias de victimización con relación 
a:

» El tipo y lugar del delito.

» Cultura de denuncia.

» Razones de la omisión de denuncia.

» Tipo de amenaza.

» Monto de pérdidas.

» Edad de delincuentes.

» Conducta a posteriori.

•	 Conocer la percepción de inseguridad en cada uno de los estados de 
la República.
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•	 Estimar el grado de inseguridad percibido en los diferentes ámbitos 
de convivencia de las personas.

•	 Identificar los hábitos y el tipo de actividades cotidianas en el hogar 
que son inhibidos por miedo a ser víctima de conductas delictivas.

	 La ENSI-1 se levantó del 2 al 24 de marzo de 2002, con información 
para el año 2001 y una muestra total de 35,001 viviendas. La etapa de 
recolección de información de la ENSI-2 se llevó a cabo del 9 al 30 de agosto 
de 2002. El periodo de referencia de los datos obtenidos correspondió 
al primer semestre del mismo año y comprendió una muestra total 
de 35,174 viviendas. El operativo de levantamiento de la ENSI-3 se 
desarrolló del 15 de febrero al 15 de marzo de 2005, periodo en el cual 
se obtuvo información referida al año 2004. El tamaño de muestra fue 
de 66,000 viviendas distribuidas en las 32 entidades federativas de la 
República Mexicana, generando información con precisión y confianza 
medibles con diferentes niveles de cobertura geográfica (Nacional, 
Nacional urbano, Nacional rural, Estatal y 13 áreas urbanas).

	 La ensi-4/Urbana se realizó en dos levantamientos: la sección de 
percepción, del 21 de febrero al 15 de abril de 2006, con una muestra 
de 26,428 viviendas; y la sección de victimización, del 19 de julio al 10 
de agosto con una muestra de 26,677 viviendas, que recabó información 
referenciada a 2005, para 16 zonas metropolitanas del país. La ENSI-5 
se realizó en dos fases: la primera del 18 de enero al 23 de abril, y la 
segunda del 26 de junio al 14 de agosto de 2008. El tamaño de muestra 
fue de 44,977 viviendas, representativa de los hogares particulares y 
sus integrantes de 18 años o más, residentes en la República Mexicana. 
El periodo de referencia de la información obtenida correspondió al año 
2007. La recolección de información de la ENSI-6 se llevó a cabo del 9 al 
27 de marzo de 2009, cuyo periodo de referencia correspondió al año 2008. 
El tamaño de muestra fue de 71,370 viviendas con representatividad 
urbana y rural de las 32 entidades federativas y para las mismas 16 
zonas urbanas delimitadas en la ENSI -4. La muestra de la ENSI-7 fue 
de 73 324 viviendas distribuidas en las 32 entidades federativas y 17 
áreas urbanas, ya que se agregó la Ciudad de Morelia. El levantamiento 
se efectuó del 2 de agosto al 3 de septiembre de 2010 mediante la 
aplicación del sistema denominado Computer Assisted Personal 
Interviewing (capi por sus siglas en inglés), operado mediante equipo 
mini laptop. El periodo de referencia de la información correspondió al 
año 2009.
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La Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública

A partir de 2011 la ensi fue sustituida por la Encuesta Nacional de 
Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE); este 
nuevo proyecto tiene una metodología y diseño diferente, apegado a 
buenas prácticas internacionales, que permite mejorar la captación de 
los datos, así como ampliar y precisar la temática. La ENVIPE tiene 
como propósito recabar información con representatividad a nivel 
nacional y estatal (para ciertas variables), que permita llevar a cabo 
estimaciones de la prevalencia e incidencia delictiva que afecta a los 
hogares y a las personas integrantes del hogar, la cifra negra, las 
características del delito, las víctimas y el contexto de la victimización 
e información sobre la percepción de la seguridad pública, percepción 
sobre el desempeño y experiencias con las instituciones a cargo de la 
seguridad pública y la justicia. Asimismo, busca obtener información 
sobre la percepción de la seguridad pública y sobre el desempeño y 
experiencias con las instituciones a cargo de la seguridad pública 
y la justicia. El contenido de esta encuesta fue declarado de Interés 
Nacional por la Junta de Gobierno del Inegi en diciembre de 2011, por 
lo que adquirió, a partir de ese momento, el carácter de oficial y de 
uso obligatorio para la Federación, los estados, el Distrito Federal y los 
municipios, acordándose su publicación en forma regular y periódica. La 
ENVIPE 201428 es el cuarto ejercicio de esta serie, a la cual anteceden 
los ejercicios 2011,29 201230 y 2013, 31 también publicados en el mes de 
septiembre del año de su edición.

La Encuesta Nacional de Victimización de Empresas (ENVE)

El Subsistema Nacional de Información de Gobierno, Seguridad Pública 
e Impartición de Justicia (SNIGSPIJ), coordinado por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), genera la Encuesta Nacional 
de Victimización de Empresas (ENVE) como un producto que ofrece 
información complementaria a la recabada por la Encuesta Nacional de 
Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) que, a 
diferencia de esta última cuya unidad de análisis son los hogares y las 

28 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/regulares/envipe/envipe2014/default.aspx
29 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/regulares/envipe/envipe2011/default.aspx
30 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/regulares/envipe/envipe2012/default.aspx
31 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/regulares/envipe/envipe2013/default.aspx
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personas integrantes de los hogares, tiene como objeto de estudio las 
unidades económicas del sector privado del país.

	 Con la ENVE el Instituto ofrece al usuario información que permite 
realizar estimaciones a nivel nacional sobre la prevalencia delictiva que 
afecta a las empresas del país, la cifra negra, las características del 
delito, el contexto de la victimización y el impacto económico y social en 
las empresas. De igual forma, presenta información sobre la percepción 
que tienen los dueños o personal directivo de las unidades económicas 
acerca de la seguridad pública y sobre el desempeño de las instituciones 
a cargo de la seguridad pública y la justicia.

	 El proyecto tiene como objetivo recabar información, con 
representatividad tanto a nivel nacional como estatal (aunque sólo 
para las principales en el segundo caso), que permita llevar a cabo 
estimaciones sobre la prevalencia delictiva que afecta a las unidades 
económicas del sector privado en México. Adicionalmente, con la ENVE 
se pueden hacer estimaciones sobre la cifra negra y las características 
de los delitos cometidos, las víctimas de éstos, los delincuentes que 
los cometen y el contexto de la victimización. Como complemento de 
la información de victimización, con la ENVE también se obtiene 
información relativa a la percepción del sector privado respecto a la 
seguridad pública y a las autoridades responsables de garantizarla.

	 La Encuesta Nacional de Victimización de Empresas 201232 

se levantó del 7 de mayo al 31 de junio de 2012. La ENVE 201433 es 
el segundo ejercicio de esta serie estadística, con el cual se retoman 
las bases metodológicas concebidas inicialmente para el proyecto, 
aunque se hacen adiciones derivadas de nuevos hallazgos técnicos y 
conceptuales, para atender los requerimientos de información de interés 
para los usuarios, mismos que se describen en el tercer apartado de 
este documento. El levantamiento de la ENVE 2014 se realizó del 12 
de mayo al 31 de julio de 2014 con una muestra nacional de 33,479 
unidades económicas. El año de referencia de la victimización es 2013, 
y para la percepción sobre seguridad pública y sobre las instituciones 
encargadas de proveerla es 2014.

32 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/establecimientos/otras/enve/enve2012/default.aspx
33 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/establecimientos/otras/enve/2014/default.aspx



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

26

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

Encuesta de Cohesión Social para la Prevención de la Violencia y la Delincuencia 
(ECOPRED) 2014

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), con la 
participación de la Secretaría de Gobernación (SEGOB), diseñó la 
Encuesta de Cohesión Social para la Prevención de la Violencia y la 
Delincuencia (ECOPRED) 2014.34

	 La ECOPRED 2014 se realiza en el marco del Subsistema 
Nacional de Información de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición 
de Justicia (SNIGSPIJ), así como del Programa Nacional para la 
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia. Esta encuesta 
busca generar estimaciones sobre algunos de los factores que propician 
el surgimiento de conductas delictivas y violentas. Asimismo, se busca 
obtener información sobre las ventajas y vulnerabilidades que afectan 
el desarrollo de los jóvenes entre 12 y 29 años de edad, a los jefes de 
hogar, así como a las comunidades y/o a los barrios.

	 La utilidad de la ECOPRED es conocer de forma integral los elementos 
y dinámicas que están influyendo en la formación y socialización de los 
jóvenes mexicanos. Específicamente, se busca identificar la relación y 
percepción que tienen los jóvenes con respecto de sus contextos más 
inmediatos, por ejemplo: familia, amigos cercanos, vecinos, comunidad, 
y escuela o trabajo.

	 Con esta perspectiva integral, la Comisión Intersecretarial para 
la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, los gobiernos 
estatales y municipales podrán adoptar medidas y políticas más 
adecuadas para detectar, corregir y prevenir aquellos elementos y 
dinámicas que estén afectando de manera negativa el desarrollo de los 
jóvenes y jefes de hogar en México. De esta forma, se espera generar 
herramientas que contribuyan al fortalecimiento, impulso y cohesión de 
la sociedad mexicana.

	 Su objetivo general es: “Medir en los jóvenes de 12 a 29 años de 
edad, los factores de riesgo y exposición a situaciones de violencia y 
delincuencia que incrementan la posibilidad de que esta población, 
objeto de estudio, replique posteriormente situaciones similares en la 
sociedad. Estos factores incluyen el contexto individual de los jóvenes; el 
desarrollo y relaciones dentro de sus familias; la influencia e interacción 

34 http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/especiales/ecopred/2014/default.aspx



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

27

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

con amistades y compañeros; y las relaciones entre los miembros de una 
comunidad, así como el contexto social en general”.

Los objetivos específicos de la ECOPRED 2014 son:

•	 Medir características sobre variables asociadas a factores de riesgo 
y exposición a situaciones de violencia y delincuencia que afectan 
el desarrollo de los jóvenes en términos de su nivel de autocontrol, 
empatía, satisfacción personal y actitud frente a la violencia, ya sea 
familiar, comunitaria o social.

•	 Medir características sobre variables asociadas a factores de riesgo 
y exposición a situaciones de violencia y delincuencia que presentan 
las familias en términos de su composición, estrés, manejo de 
conflictos, calidad de interacción y nivel de afectividad.

•	 Medir características sobre variables asociadas a factores de riesgo 
y exposición a situaciones de violencia y delincuencia que inciden en 
el desarrollo y calidad de interacción entre los vecinos de la vivienda, 
así como la confianza que se tienen entre sí.

•	 Medir características sobre variables asociadas a factores de riesgo y 
exposición a situaciones de violencia y delincuencia que inciden en el 
desarrollo y satisfacción de las comunidades y/o barrios, a partir de 
la detección de servicios, facilidades, actividades y vulnerabilidades 
que presentan, así como los patrones de conducta antisocial que 
existen al interior de éstas.

•	 Medir características sobre variables asociadas a actividades 
e intereses que favorezcan la cohesión social, la participación 
ciudadana e incentiven la prevención de la violencia y el delito.

•	 Medir las características que ofrecen los Centros Educativos del 
país en términos del tipo de actividades y ambientes escolares 
que permiten al Estado Mexicano incidir en el desarrollo de sus 
estudiantes.

•	 Medir la percepción que tiene la población de sus policías en términos 
de presencia, desempeño y confianza que inspiran estas autoridades 
para la sociedad.

	 Cabe señalar que en términos de cobertura geográfica, la ECOPRED 
2014 fue diseñada para dar resultados en cada una de las 47 ciudades 
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de interés, así como al agrupado nacional de las mismas y se levantó del 
6 de octubre al 9 de diciembre de 2014.

La ocurrencia del delito en México: ¿Qué sabemos? 

A partir de este panorama, podemos acercarnos a la incidencia del delito 
en México utilizando distintas fuentes y distintos conceptos; para el 
año 2013, el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema 
Penitenciario Estatales CNGSPSPE 2014 nos permite conocer: a) los 
Presuntos delitos registrados en las intervenciones de la policía, b) las 
Probables víctimas registradas en las intervenciones de la policía y c) los 
Probables responsables registrados en las intervenciones de la policía.

	 Por otra parte, el Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 
CNPJE 2014 ofrece información acerca de los Presuntos delitos y delitos 
registrados en Averiguaciones previas iniciadas, haciendo la salvedad 
que los estados de Chihuahua, México y Morelos no contestaron las 
secciones correspondientes, a pesar de la obligatoriedad de hacerlo 
que implica su declaración como Información de interés nacional, como 
hemos dicho. Nos enfrentamos entonces a un primer obstáculo, justo 
para la entidad más poblada del país y para otras dos en las que hay 
una gran preocupación por la frecuencia de delitos como el secuestro y 
el homicidio. 

	 Por su parte, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública (SESNSP) ofrece información de incidencia delictiva 
para el mismo año. Si tomamos en cuenta el conjunto de todos los 
delitos y los referimos a la población de cada entidad, de acuerdo con 
las proyecciones del Consejo Nacional de Población,35 podemos obtener 
la incidencia delictiva por cada 100,000 habitantes de acuerdo con estas 
tres fuentes: las denuncias reportadas al Secretariado ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, las denuncias registradas en 
el Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2014, y los delitos 
reportados por la población de 18 años y más en la Encuesta Nacional 
de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2014. 

	 Cabe señalar que el Censo Nacional de Gobiernos Municipales y 
Delegacionales 2013 ofrece información referida al año anterior -2012- 
acerca de intervenciones de las policías municipales (que usualmente 

35 http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Proyecciones
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son el primer punto de contacto de la ciudadanía ante un delito), los 
presuntos delitos, tanto del fuero común como del federal, las infracciones 
administrativas, las probables víctimas, los probables responsables, 
las llamadas recibidas, así como los recursos humanos y materiales 
disponibles. Sin embargo, parecería haber un grave problema de 
subregistro, puesto que el número de Presuntos delitos del fuero común 
reportados es de sólo 509,845 (436.5 por cada 100,000 habitantes, en 
términos relativos), cifra que corresponde a 31% de los Averiguaciones 
previas iniciadas y carpetas de investigación abiertas durante el mismo 
año, según el Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2013. 
También reporta 36,242 presuntos delitos del fuero federal (31 por cada 
100,000 habitantes) y 2,052,435 presuntas infracciones administrativas 
(1,757.1 por cada 100,000 habitantes). Esta falta de coincidencia 
temporal, así como la fuerte sospecha de subregistro hace que no 
tomemos en consideración esta fuente para nuestros análisis.

	 La gráfica 1 muestra la comparación de las dos fuentes de denuncias, 
en tanto que la incidencia reportada por la ENVIPE se muestra en 
el tamaño de los círculos que representan cada entidad federativa. 
Los puntos se deberían alinear en una recta a 45 grados, dada la 
obligatoriedad de reportar todas y cada una de las denuncias tanto ante 
el SESNSP, como en el CNPJE; sin embargo, observamos puntos que se 
alejan de esta tendencia: además de los tres estados que no brindaron 
información en el CNPJE (Chihuahua, México y Morelos), se observa que 
Durango, Nuevo León, Oaxaca, Guanajuato, Baja California, Yucatán, 
Aguascalientes o Zacatecas reportan más denuncias al SESNSP que 
las que registran en el CNPJE, mientras que la situación contraria es 
mucho menos frecuente, solo la encontramos en Querétaro, Sinaloa, 
Michoacán, Colima y Veracruz. Solamente en siete entidades coincide 
la tasa de incidencia: Campeche, Distrito Federal, Guerrero, Hidalgo, 
Jalisco, Quintana Roo y Sonora. De hecho, las incidencias delictivas 
provenientes de estas dos fuentes tienen una correlación de .629, cuando 
se debería acercar a uno.
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Gráfica 1 México, 2013: Incidencia delictiva por 100,000 habitantes, 
según denuncias ante el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública y el Censo Nacional de Procuración de Justicia 
Estatal 2014, según lo reportado por la población de 18 años y más en 
la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 

Pública 2014.

Mapa 1 México 2013: Incidencia delictiva por 100,000 habitantes, según 
entidad federativa de ocurrencia, ENVIPE 2014
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Cuadro 1 México 2013: Incidencia delictiva por 100,000 habitantes, 
según denuncias reportadas en el Censo Nacional de Procuración de 
Justicia Estatal 2014, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, los delitos ocurridos y los delitos denunciados 
según lo reportado por la población de 18 años y más en la Encuesta 
Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2014.

ENVIPE
CNPJE SESNSP Ocurridos Denunciados

Estados Unidos Mexicanos  968,30  1.424,27  41.563,41  2.772,31 

Aguascalientes  1.397,66  1.769,61  24.710,67  2.659,58 

Baja California  2.059,74  3.081,51  57.066,47  5.598,93 

Baja California Sur  3.210,40  3.284,67  23.747,36  3.656,15 

Campeche  201,75  201,75  30.597,47  3.055,43 

Coahuila  1.500,75  1.708,89  25.451,36  2.534,84 

Colima  1.661,83  1.606,82  26.309,14  3.736,03 

Chiapas  459,37  482,57  19.215,04  1.455,72 

Chihuahua  1.694,63  31.669,05  3.216,26 

Distrito Federal  1.990,11  1.990,11  51.786,46  3.954,03 

Durango  514,78  1.556,24  22.512,28  2.178,93 

Guanajuato  931,93  1.417,49  34.110,08  2.139,40 

Guerrero  1.129,62  1.129,62  35.365,60  1.080,01 

Hidalgo  1.231,65  1.231,68  23.468,27  1.883,78 

Jalisco  1.321,65  1.321,25  47.278,07  3.388,84 

Estado de México  1.670,57  93.003,05  4.075,11 

Michoacán  778,86  738,67  25.126,01  1.683,73 

Morelos  2.658,83  36.523,65  2.967,84 

Nayarit  648,55  645,66  26.609,19  2.277,30 

Nuevo León  504,04  890,76  32.551,73  2.422,36 

Oaxaca  683,46  1.135,49  20.748,78  1.318,77 

Puebla  1.268,82  1.345,58  31.662,08  2.090,21 

Querétaro  1.782,94  1.437,44  27.974,87  2.698,14 

Quintana Roo  2.376,80  2.376,80  35.244,65  3.191,51 

San Luis Potosí  735,34  746,74  39.558,01  2.266,42 

Sinaloa  1.217,89  1.153,65  30.286,96  2.580,12 

Sonora  1.210,96  1.210,96  31.154,86  3.703,29 

Tabasco  2.093,85  2.649,03  32.036,84  2.252,61 
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ENVIPE
CNPJE SESNSP Ocurridos Denunciados

Tamaulipas  1.065,64  1.063,18  19.416,63  1.344,21 

Tlaxcala  632,03  644,37  26.660,03  3.057,22 

Veracruz  930,37  912,43  28.101,07  2.053,39 

Yucatán  1.612,46  2.161,80  23.728,29  2.239,66 

Zacatecas  443,05  943,44  27.290,45  2.328,18 

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública, 2014,  
Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2014. Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública. Población: CONAPO, Proyecciones de la población 2010-2050.

	 De esta manera se puede apreciar que no hay una respuesta única 
a la pregunta sobre la incidencia del delito en México. El cuadro 1 
muestra cuatro posibilidades de cálculo de la incidencia delictiva por 
cada 100,000 habitantes en 2013: usando las denuncias reportadas en 
el Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2014, aquellas 
registradas ante el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, tomando los delitos ocurridos o bien los delitos 
denunciados según lo reportado por la población de 18 años y más en 
la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 
Pública 2014. El mapa 1 muestra la heterogeneidad de las entidades 
federativas, utilizando la tercera de las opciones: los delitos ocurridos 
según la ENVIPE 2014. Resalta la incidencia en el Estado de México, 
con un valor de 1.63 veces la de Baja California, que ocupa el segundo 
lugar, y de 1.8 veces la del Distrito Federal, el tercer lugar y casi duplica 
a Jalisco, que ocupa la cuarta posición, tomando en cuenta la diversidad 
en tamaño de la población. Pero, además, la ENVIPE 2014 nos ofrece 
otro elemento: la concentración de los delitos en algunas víctimas, de tal 
manera que de nuevo el Estado de México se destaca pues en promedio 
las víctimas sufrieron 2.1 delitos, contra 1.5 en el promedio nacional 
(mapa 2).
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Mapa 2 México 2013: Número de delitos promedio por víctima, ENVIPE 
2014

	 En el caso del homicidio, contamos con otra fuente de información 
que nos ayuda a dimensionar su ocurrencia: las Estadísticas vitales de 
mortalidad. Ante una defunción por causas no naturales, el sistema de 
salud está obligado a realizar una necropsia, usualmente por dos peritos 
o médicos legistas, quienes establecerán su presunción de que se trate 
de un homicidio, un suicidio o un accidente, y le corresponderá al agente 
del Ministerio público integrar la averiguación previa y consignar al o 
los presuntos responsables ante la autoridad judicial. Además, como en 
el caso de toda defunción, se deberá llenar el Certificado de defunción, 
el cual será la base para obtener el Acta de defunción (Echarri, 2012). 

	 Al ser el homicidio una categoría legal (un delito, que puede ser doloso 
o culposo, de acuerdo con la intencionalidad), idealmente tendríamos 
que contar con un sistema que conjugue aspectos médicos –la causa de 
la defunción y otros aspectos provenientes de la necropsia- con otros 
legales, que surgen del proceso de procuración e impartición de justicia. 
Resulta necesario tomar en cuenta que si bien las defunciones con 
presunción de homicidio (una categoría médica, referente a las causas 
de muerte) se aproximan mucho a los homicidios dolosos, se trata 
de conceptos diferentes y que fallecimientos que en el Certificado de 
defunción aparecen como accidentales, pueden haber sido el resultado 
de acto intencionales, lo que las convertiría en homicidios dolosos, no 
culposos. 
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	 En el caso de las Estadísticas Vitales de Mortalidad, la Secretaría 
de Salud y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) 
sistematizan la información de las defunciones ocurridas en el país 
integrándolas en bases de datos públicas. Las bases de datos contienen 
los registros de los certificados de defunción, así como las defunciones 
registradas en los cuadernillos de defunción del Ministerio Público que 
concentra y procesa el Inegi después de hacer una confronta con la base 
de datos que integra la Secretaría de Salud en su Sistema Epidemiológico 
y Estadístico de las Defunciones (SEED).

	 Cabe señalar también que puede haber homicidios o defunciones por 
agresiones que no son del conocimiento de las autoridades, al no haberse 
encontrado los cadáveres. En este sentido, el Observatorio Nacional 
Ciudadano reporta en su estudio “Homicidio: una mirada a la violencia en 
México” (Rivas, 2015:228) cifras acerca de fosas clandestinas localizadas 
por instituciones federales: la Policía Federal localizó del 1 de diciembre 
de 2006 al 31 de diciembre de 2014 113 fosas clandestinas en las que 
se encontraron 721 osamentas; la Secretaría de Marina localizó del 1 
de diciembre de 2010 al 31 de diciembre de 2014 un total de 81 fosas 
clandestinas en las que se encontraron 128 cuerpos y la Secretaría de 
la Defensa Nacional localizó del 4 de marzo de 2011 al 17 de febrero de 
2011 246 fosas clandestinas con 534 cadáveres.

Cuadro 2 México 2013: homicidios ocurridos por entidad federativa, según distintas fuentes

Presuntos 
delitos 

Homicidio 
CNGSPSPE

Probables 
víctimas 

Homicidio 
CNGSPSPE

Presuntos 
delitos y 
delitos 

Homicidio 
CNPJE

Procesados 
e 

imputados 
Homicidio 

CNIJE

Sentencias 
condenatorias 

Homicidio 
CNIJE

Defunciones 
con 

presunción 
de homicidio 

EV

Denuncias 
por 

homicidio 
doloso 

SESNSP

(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7)
Estados Unidos 
Mexicanos

4.320 3.504 27.468 10.950 3.684 21.636 18.331

Aguascalientes 0 0 174 0 25 47 39
Baja California 44 1 733 64 53 733 775
Baja California Sur 8 0 97 45 56
Campeche 5 5 134 71 67
Coahuila 370 886 0 745 645
Colima 99 160 290 0 218 178
Chiapas 105 105 1.750 386 185 463 503
Chihuahua 4 908 1.926 1.443
Distrito Federal 483 1.488 1.134 778 1.059 749
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Presuntos 
delitos 

Homicidio 
CNGSPSPE

Probables 
víctimas 

Homicidio 
CNGSPSPE

Presuntos 
delitos y 
delitos 

Homicidio 
CNPJE

Procesados 
e 

imputados 
Homicidio 

CNIJE

Sentencias 
condenatorias 

Homicidio 
CNIJE

Defunciones 
con 

presunción 
de homicidio 

EV

Denuncias 
por 

homicidio 
doloso 

SESNSP

Durango 2 2 535 233 25 442 476
Guanajuato 0 0 1.166 394 13 684 641
Guerrero 409 417 2.581 507 217 2.099 2.087
Hidalgo 395 393 852 321 98 156 123
Jalisco 5 1.988 807 590 1.416 1.099
Estado de México 987 987 1.577 418 3.226 1.932
Michoacán 0 0 3.053 0 183 891 902
Morelos 23 25 259 95 618 597
Nayarit 1 1 287 204 151
Nuevo León 228 818 688 46 787 719
Oaxaca 14 593 795 451 52 718 536
Puebla 2 2 985 464 81 543 409
Querétaro 20 22 496 345 114 111
Quintana Roo 98 98 564 260 34 154 214
San Luis Potosí 51 35 345 287 261
Sinaloa 7 7 1.955 452 240 1.149 1.208
Sonora 29 1.247 583 325 626 575
Tabasco 2 640 148 132 233 140
Tamaulipas 14 1.096 180 59 759 555
Tlaxcala 22 35 412 509 30 86 70
Veracruz 530 604 1.882 0 714 863
Yucatán 349 69 102 5 46 40
Zacatecas 14 12 150 178 377 167

Fuente: (1) INEGI. Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014. (2) INEGI. Censo Nacional de Gobierno, 
Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014. (3) INEGI. Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2014. (4) INEGI. Censo Nacional de 
Impartición de Justicia Estatal 2014. (5) INEGI. Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2014. (6)  INEGI, Estadísticas  vitales de mortalidad. 
(7) SESNSP, Incidencia delictiva del fuero común

	 En el cuadro 2 se presentan los distintos acercamientos a la medición 
del homicidio en México, a partir de lo que arrojan las distintas fuentes: los 
Presuntos delitos de Homicidio que reportan las policías preventivas estatales 
en el CNGSPSPE, las Probables víctimas de Homicidio que reportan las policías 
preventivas estatales en el CNGSPSPE, los Presuntos delitos y delitos de Homicidio 
que registran los Ministerios públicos en el CNPJE, los Procesados e imputados 
por el delito de Homicidio en los procesos abiertos por los juzgados y reportados 
en el CNIJE, las Sentencias condenatorias por el delito de Homicidio que los 
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poderes judiciales estatales reportan en el CNIJE, las Defunciones 
con presunción de homicidio a partir de los Certificados de defunción 
recogidos en las Estadísticas vitales EV y las Denuncias por homicidio 
doloso que las Procuradurías o Fiscalías generales de las entidades 
federativas reportan al SESNSP. Dado que la verdad jurídica se establece 
al final del proceso judicial, solamente las sentencias condenatorias 
constituirían legalmente de manera estricta los casos de homicidio, pero 
los casos reportados en el CNPJE son aquellos en los que el Ministerio 
público encontró elementos suficientes para vincular a proceso a uno o 
más probables responsables por la comisión de este delito.

	 Llama la atención la gran disparidad en la cifras en un delito que 
por su gravedad debería ser atendido por la totalidad del sistema de 
seguridad pública, salud, procuración e impartición de justicia. A 
diferencia de otros, el hallazgo de un cadáver en el que el fallecimiento 
se debió a una agresión, debería traer aparejada una intervención de 
la policía preventiva, una autopsia, la apertura de una averiguación 
previa o una carpeta de investigación, la consignación de un presunto 
responsable y una sentencia condenatoria. Sin embargo, en el 
CNGSPSPE sólo encontramos una intervención policiaca (estatal) en 
uno de cada seis casos (15.7%) que reporta el Ministerio público o de 
Certificados de defunción con presunción de homicidio (16.2%), y se 
reportan más delitos que víctimas (4,320 contra 3,504). Por su parte, 
al sistema de impartición de justicia sólo llegan cuatro de cada diez 
presuntos delitos y delitos de homicidio que registran los Ministerios 
públicos. Por otra parte, también llama la atención el que haya más 
homicidios registrados por las procuradurías generales de justicia de 
las entidades federativas que en las Estadísticas vitales de mortalidad, 
lo que querría decir que no en todos los casos se levanta un Certificado 
de defunción o se anota en el Cuadernillo de defunciones. Finalmente, 
también sorprende que solamente dos terceras partes de los presuntos 
delitos y delitos que conocen las Procuradurías los reporten al SESNSP: 
si bien es cierto que algunas denuncias pueden resultar falsas, lo que 
puede estar sucediendo es que en los presuntos delitos y delitos se junten 
los homicidios dolosos con los culposos, los cuales en las estadísticas del 
SESNSP suman 16,572 en 2013, con lo que el total es de 34,903, cifra 
27% superior a la del CNPJE.
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Gráfica 2 México 2013: Tasas de homicidios ocurridos por entidad 
federativa por cada 10,000 habitantes, según distintas fuentes
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FUENTE: (1) INEGI. Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014. (2) INEGI. Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014. (3) INEGI. Nacional de Procuración de Justicia Estata

Presuntos delitos Homicidio (1) Probables víctimas Homicidio (2) Presuntos delitos y delitos Homicidio (3)

Procesados e imputados y sentenciados Homicidio (4) Sentencias condenatorias Homicidio (5) Defunciones con presunción de homicidio (6)

Denuncias por homicidio doloso (7)

 Estos problemas con la información se reflejan en las tasas de homicidio 
por cada 10,000 habitantes, calculadas para cada entidad federativa 
y presentadas en la gráfica 2 y el cuadro 3. En este último se hace 
más evidente los huecos en la información, pues hemos asignado una 
gama de colores, que van del verde donde son menores las tasas a rojo 
donde presentan los valores más altos. De esta manera, se aprecian los 
faltantes de información, sobre todo en el CNIJE, lo cual es distinto a 
reportar ausencia de casos, como ocurre en varias entidades para las 
Probables víctimas de Homicidio reportadas por las policías preventivas 
en el CNGSPSPE: para Aguascalientes, Baja California Sur, Guanajuato 
y Michoacán no hubo ninguna víctima en 2013 y en Aguascalientes, 
Guanajuato y Michoacán la policía preventiva no intervino en ningún 
caso de homicidio. Por otra parte, la Fiscalía General de Chihuahua y la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México no reportaron 
información sobre Presuntos delitos y delitos respecto a Homicidio en el 
CNPJE 2014.
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Cuadro 3. México 2013: Tasas de homicidios ocurridos por entidad federativa por cada 10,000 habitantes, 
según distintas fuentes.

Presuntos 
delitos 

Homicidio 
CNGSPSPE

(1)

Probables 
víctimas 

Homicidio 
CNGSPSPE

(2)

Presuntos 
delitos y 
delitos 

Homicidio 
CNPJE

(3)

Procesados e 
imputados  
Homicidio 

CNIJE

(4)

Sentencias 
condenatorias 

Homicidio 
CNIJE

(5)

Defunciones 
con 

presunción de 
homicidio EV

(6)

Denuncias 
por 

homicidio 
doloso 

SESNSP

(7)
Estados Unidos 
Mexicanos

0,37 0,30 2,33 0,93 0,31 1,83 1,55

Aguascalientes 0,00 0,00 1,39 0,00 0,20 0,38 0,31
Baja California 0,13 0,00 2,17 0,19 0,16 2,17 2,30
Baja California Sur 0,11 0,00 1,35 0,63 0,78

Campeche 0,06 0,06 1,52 0,81 0,76

Coahuila 1,28 3,07 0,00 2,58 2,23
Colima 1,42 2,30 4,17 0,00 3,13 2,56
Chiapas 0,21 0,21 3,49 0,77 0,37 0,92 1,00
Chihuahua 0,01 2,50 5,31 3,98
Distrito Federal 0,54 0,00 1,67 1,28 0,88 1,19 0,84
Durango 0,01 0,01 3,11 1,35 0,15 2,57 2,76
Guanajuato 0,00 0,00 2,05 0,69 0,02 1,20 1,13

Guerrero 1,16 1,19 7,35 1,44 0,62 5,98 5,94
Hidalgo 1,41 1,41 3,05 1,15 0,35 0,56 0,44
Jalisco 0,01 2,58 1,05 0,76 1,83 1,42
Estado de México 0,60 0,60 0,97 0,26 1,97 1,18
Michoacán 0,00 0,00 6,78 0,00 0,41 1,98 2,00
Morelos 0,12 0,13 0,00 1,39 0,51 3,31 3,20
Nayarit 0,01 0,01 2,44 1,74 1,29
Nuevo León 0,46 0,00 1,66 1,39 0,09 1,59 1,46
Oaxaca 0,04 1,50 2,01 1,14 0,13 1,82 1,36
Puebla 0,00 0,00 1,63 0,77 0,13 0,90 0,68
Querétaro 0,10 0,11 2,56 1,78 0,59 0,57
Quintana Roo 0,66 0,66 3,80 1,75 0,23 1,04 1,44
San Luis Potosí 0,19 0,13 1,28 1,07 0,97
Sinaloa 0,02 0,02 6,68 1,54 0,82 3,92 4,13
Sonora 0,10 4,38 2,05 1,14 2,20 2,02
Tabasco 0,01 2,74 0,63 0,57 1,00 0,60
Tamaulipas 0,04 3,17 0,52 0,17 2,20 1,61
Tlaxcala 0,18 0,28 3,32 4,10 0,24 0,69 0,56
Veracruz 0,67 0,76 2,38 0,00 0,90 1,09
Yucatán 1,69 0,33 0,49 0,02 0,22 0,19
Zacatecas 0,09 0,08 0,97 1,15 2,45 1,08

Fuente: (1) INEGI. Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014. (2) INEGI. Censo Nacional de 
Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014. (3) INEGI. Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2014. (4) INEGI. 
Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2014. (5) INEGI. Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2014. (6)  INEGI, Estadísticas  
vitales de mortalidad. (7) SESNSP, Incidencia delictiva del fuero común. Población: CONAPO, Proyecciones de la población 2010-2050.
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La denuncia del delito 

Los problemas de coherencia y de exhaustividad de los datos nos hacen 
preguntarnos acerca de las intervenciones policiacas, las cuales son 
usualmente la primera línea de contacto de las víctimas con el estado 
y donde muchas veces se decide si se denuncia formalmente el delito o 
no. Las corporaciones policiacas deben reportar al Consejo Nacional de 
Seguridad todas las intervenciones que realizan, mediante el Informe 
Policial Homologado (IPH), sin embargo, no existe una base de datos 
pública para su análisis y hemos visto que, por una parte parece 
haber un importante subregistro en el Censo Nacional de Gobiernos 
Municipales y Delegacionales 2013 y por la otra la edición 2015 aún no 
está disponible para su consulta y análisis. 

Mapa 3 México 2013: Razón de llamadas efectivas a números de 
emergencia a intervenciones de la policía, ENVIPE 2014
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Cuadro 4 México 2013: Intervenciones de la policía y llamadas a números de emergencia, por entidad 
federativa

 Intervenciones de la policía Llamadas recibidas Razones

Total
Provino de 

un llamado o 
solicitud

Total Efectivas
Intervenciones 
provenientes de 

llamadas

Intervenciones 
por llamadas

Intervenciones 
por llamadas 

efectivas

Llamadas 
por 

intervención

Llamadas 
efectivas por 
intervención

(1) (2) (3) (4) (2) / (1) (1) / (3) (1) / (4) (3) / (1) (4) / (1)

Estados Unidos 
Mexicanos 907.881 628.142 81.724.786 12.006.796 69,2% 0,011 0,076 90,0 13,2

Aguascalientes 19.617 0 0,0%

Baja California 4.232 629 4.870.762 1.248.448 14,9% 0,001 0,003 1.150,9 295,0

Baja California Sur 946 365 4.203 1.063 38,6% 0,225 0,890 4,4 1,1

Campeche 26.561 26.561 11.983 11.883 100,0% 2,217 2,235 0,5 0,4

Coahuila 12.621 2.277 1.753.284 427.712 18,0% 0,007 0,030 138,9 33,9

Colima 4.727 2.025 686.157 246.895 42,8% 0,007 0,019 145,2 52,2

Chiapas 9.187 8.472 2.368.246 241.875 92,2% 0,004 0,038 257,8 26,3

Chihuahua 5.278 4.328 2.739.298 676.822 82,0% 0,002 0,008 519,0 128,2

Distrito Federal 592.135 462.520 16.474.919 1.049.906 78,1% 0,036 0,564 27,8 1,8

Durango 5.525 544 1.981.430 167.543 9,8% 0,003 0,033 358,6 30,3

Guanajuato 1.090 0 5.117.369 1.246.662 0,0% 0,000 0,001 4.694,8 1.143,7

Guerrero 4.013 3.324 2.114.988 105.004 82,8% 0,002 0,038 527,0 26,2

Hidalgo 38.962 23.834 1.387.770 78.555 61,2% 0,028 0,496 35,6 2,0

Jalisco 2.391 233 8.568.506 727.824 9,7% 0,000 0,003 3.583,6 304,4

Estado de México 36.331 10.104 2.687.032 605.254 27,8% 0,014 0,060 74,0 16,7

Michoacán 9.994 0 2.007.301 198.644 0,0% 0,005 0,050 200,9 19,9

Morelos 6.335 559 698.737 20.188 8,8% 0,009 0,314 110,3 3,2

Nayarit 902 802 966.030 200.121 88,9% 0,001 0,005 1.071,0 221,9

Nuevo León 10.078 6.342 981.109 790.491 62,9% 0,010 0,013 97,4 78,4

Oaxaca 8.374 2.807 1.777.975 113.879 33,5% 0,005 0,074 212,3 13,6

Puebla 4.389 1.089 2.458.380 208.119 24,8% 0,002 0,021 560,1 47,4

Querétaro 1.206 217 33.003 16.493 18,0% 0,037 0,073 27,4 13,7

Quintana Roo 4.077 4.077 2.429.767 636.618 100,0% 0,002 0,006 596,0 156,1

San Luis Potosí 26.382 26.382 1.293.069 137.277 100,0% 0,020 0,192 49,0 5,2

Sinaloa 701 157 2.521.749 350.511 22,4% 0,000 0,002 3.597,4 500,0

Sonora 2.871 346 5.288.194 781.371 12,1% 0,001 0,004 1.841,9 272,2

Tabasco 4.011 1.637 2.212.139 69.815 40,8% 0,002 0,057 551,5 17,4

Tamaulipas 25.356 5.420 1.877.140 282.123 21,4% 0,014 0,090 74,0 11,1

Tlaxcala 2.310 1.859 942.671 141.293 80,5% 0,002 0,016 408,1 61,2

Veracruz 14.498 14.498 3.613.395 779.497 100,0% 0,004 0,019 249,2 53,8

Yucatán 22.606 16.662 1.858.116 444.846 73,7% 0,012 0,051 82,2 19,7

Zacatecas 175 72 64 64 41,1% 2,734 2,734 0,4 0,4

Fuente: INEGI. Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014.



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

41

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

	 El CNGSPSPE ofrece algunos datos sobre la actividad policiaca, 
de tal manera que podemos calcular la razón de intervenciones de la 
policía por llamada a números de emergencia durante 2013.  Lo primero 
que llama la atención es que de acuerdo con esta fuente de información 
628,142 de las 907,881 (69.2%) intervenciones policíacas provinieron 
de una llamada o solicitud, pero se registraron 12,006,796 llamadas 
efectivas a números de emergencia. Hay 19 veces más llamadas efectivas 
que intervenciones originadas por esta razón, sin tomar en cuenta las 
solicitudes de otras instituciones. Cabe recordar que se trata de llamadas 
efectivas, es decir, no se consideran las llamadas de broma o en las que 
simplemente cuelgan. Por otra parte, los ciudadanos requieren hacer 
13.2 llamadas efectivas para que se logre una intervención de la policía 
preventiva. En el mapa 3 y el cuadro 4 se presenta la gran heterogeneidad 
en este indicador, que va de 0.4 en Zacatecas a 1,143.7 en Guanajuato, 
pasando por 500 en Sinaloa o 304 en Jalisco. Aguascalientes no reportó 
información sobre llamadas a números de emergencia.

	 Por otra parte, también es posible calcular la razón de intervenciones 
de la policía por personal operativo de la policía preventiva, lo cual nos 
estaría indicando el promedio de intervenciones que cada personal 
ejecutó durante el año 2013. El rango va de 0.20 en Zacatecas a 152.1 
en Aguascalientes, con un promedio nacional de 9.3; lo anterior significa 
que cada o bien cada personal operativo de la policía preventiva ejecuta 
menos de una intervención cada mes, o bien que estas intervenciones 
involucran un gran número de policías. Claramente esta información es 
insuficiente para evaluar la función policiaca.
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Mapa 4 México 2013: Razón de intervenciones de la policía estatal por 
personal operativo de la policía, CNGSPSPE 2014

La cifra negra del delito en México

Los cuadros 1 y 2 nos dan un primer acercamiento a la cifra negra: 
respecto a los delitos reportados como ocurridos durante 2013 por la 
ENVIPE, los delitos registrados en el CNPJE representan solamente 
2.3%, y aquellos que arroja el SESNSP significan 3.4%. Hay una gran 
heterogeneidad en las entidades federativas, como se muestra en 
la gráfica 3, donde resalta el caso de Baja California como aquel con 
menor cifra negra, pero sólo se denuncian menos de 14% de los delitos 
referidos por la población mayor de edad. En el extremo contrario se 
encuentra Campeche, donde sólo hay denuncia de 0.7% de los delitos 
ocurridos. Por otra parte, la propia ENVIPE ofrece una cuantificación 
de la denuncia, al separar los delitos ocurridos de los denunciados. 
De esta manera, podemos observar también el porcentaje de delitos 
denunciados, respecto a los que la ENVIPE ofrece como ocurridos, para 
las tres fuentes de información, como se presenta en la gráfica 4 y en el 
cuadro 5.
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Gráfica 3 México, 2013: Incidencia delictiva por 100,000 habitantes, 
según denuncias ante el Secretariado ejecutivo del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública y el Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 
2014, como porcentaje de la reportada por la población de 18 años y más 
en la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 

Pública 2014
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Gráfica 4 México, 2013: Porcentaje de delitos denunciados respecto a los 
ocurridos según la ENVIPE, según el Secretariado ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y el Censo Nacional de Procuración de 

Justicia Estatal 2014, de acuerdo al mismo porcentaje en la Encuesta 
Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2014
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Cuadro 5 México, 2013: Porcentaje de delitos denunciados respecto a los ocurridos según la 
ENVIPE, según la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 

2014, el Secretariado ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y el Censo Nacional 
de Procuración de Justicia Estatal 2014 

Ocurridos

ENVIPE

Denunciados Porcentaje de denuncia

ENVIPE CNPJE SESNSP ENVIPE CNPJE SESNSP

Estados Unidos 
Mexicanos 33 086 484 3 272 178 1 142 886 1 681 117 9,9% 3,5% 5,1%

Aguascalientes  205 127  33 192  17 443  22 085 16,2% 8,5% 10,8%
Baja California 1 303 983  189 015  69 535  104 029 14,5% 5,3% 8,0%
Baja California Sur  118 088  26 239  23 040  23 573 22,2% 19,5% 20,0%
Campeche  182 882  26 882  1 775  1 775 14,7% 1,0% 1,0%
Coahuila  486 261  73 171  43 321  49 329 15,0% 8,9% 10,1%
Colima  129 070  26 011  11 570  11 187 20,2% 9,0% 8,7%
Chiapas  597 576  73 047  23 051  24 215 12,2% 3,9% 4,1%
Chihuahua  749 926  116 680  61 478 15,6% 0,0% 8,2%
Distrito Federal 3 482 643  351 304  176 816  176 816 10,1% 5,1% 5,1%
Durango  253 536  37 536  8 868  26 809 14,8% 3,5% 10,6%
Guanajuato 1 260 401  121 742  53 031  80 662 9,7% 4,2% 6,4%
Guerrero  770 092  37 922  39 664  39 664 4,9% 5,2% 5,2%
Hidalgo  442 028  52 666  34 434  34 435 11,9% 7,8% 7,8%
Jalisco 2 454 796  261 551  102 005  101 974 10,7% 4,2% 4,2%
Estado de México 10 402 386  665 933  272 996 6,4% 0,0% 2,6%
Michoacán  736 005  75 868  35 095  33 284 10,3% 4,8% 4,5%
Morelos  478 588  55 417  49 647 11,6% 0,0% 10,4%
Nayarit  211 666  26 753  7 619  7 585 12,6% 3,6% 3,6%
Nuevo León 1 126 917  119 579  24 882  43 972 10,6% 2,2% 3,9%
Oaxaca  539 391  52 050  26 975  44 816 9,6% 5,0% 8,3%
Puebla 1 248 700  126 490  76 783  81 428 10,1% 6,1% 6,5%
Querétaro  362 217  52 300  34 560  27 863 14,4% 9,5% 7,7%
Quintana Roo  354 724  47 361  35 271  35 271 13,4% 9,9% 9,9%
San Luis Potosí  696 378  61 017  19 797  20 104 8,8% 2,8% 2,9%
Sinaloa  603 192  75 542  35 658  33 777 12,5% 5,9% 5,6%
Sonora  598 092  105 481  34 492  34 492 17,6% 5,8% 5,8%
Tabasco  489 783  52 568  48 863  61 819 10,7% 10,0% 12,6%
Tamaulipas  460 217  46 450  36 824  36 739 10,1% 8,0% 8,0%
Tlaxcala  218 102  37 923  7 840  7 993 17,4% 3,6% 3,7%
Veracruz 1 510 050  162 402  73 583  72 164 10,8% 4,9% 4,8%
Yucatán  340 462  46 200  33 262  44 594 13,6% 9,8% 13,1%
Zacatecas  273 205  35 886  6 829  14 542 13,1% 2,5% 5,3%
Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública, 2014,  Censo Nacional de Procuración 
de Justicia Estatal 2014. Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 
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	 Llaman la atención varias diferencias: aun tomando en consideración 
que las cifras de la ENVIPE provienen de la expansión de resultados 
de una encuesta por muestreo, mientras que las otras dos fuentes son 
registros, en Campeche estos registros administrativos solamente 
representan 6.6% del porcentaje de denuncia que arroja la encuesta. 
Esto es, mientras que en la ENVIPE la población campechana mayor de 
edad reportó haber denunciado 26,882 delitos, tanto en el CNPJE como 
en el SESNSP sólo se contabilizaron 1,775.

Gráfica 5 México, 2013: Incidencia delictiva por 100,000 habitantes, 
según denuncias ante el Secretariado ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública y el Censo Nacional de Procuración de Justicia 

Estatal 2014, según los delitos denunciados por la población de 18 años 
y más en la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre 

Seguridad Pública 2014
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	 Los porcentajes de delitos ocurridos que fueron denunciados también 
presentan una gran heterogeneidad por entidad federativa, como lo 
muestran el cuadro 5 y el mapa 5. La denuncia de delitos va de uno de 
cada 50 en Guerrero, 6.4% en el Estado de México 8.8% en San Luis 
Potosí, a uno de cada seis en Aguascalientes, Sonora y Tlaxcala y pasa 
de uno de cada cinco en Colima y alcanza 22.2% en Baja California Sur. 
De esta manera parecería que se refuerzan la alta incidencia delictiva 
con la baja denuncia, pero una explicación podría ser que hay pocos 
recursos para la atención de las denuncias, lo que disuade a las víctimas 
de entablar un proceso penal.

Mapa 5 México 2013: Porcentaje de delitos ocurridos que fueron 
denunciados, por entidad federativa de ocurrencia, según la Encuesta 
Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2014

	 Sin embargo, hay que considerar también el porcentaje de 
denuncias que no dieron lugar a una Averiguación previa o a una 
Carpeta de investigación, situación que ocurrió en 37.3% de los delitos 
denunciados. De esta manera, una segunda forma de calcular la cifra 
negra es refiriendo las denuncias en las que se inició una averiguación 
previa a los delitos ocurridos. En el mapa 6 se presenta el porcentaje de 
denuncias en las que se inició una Averiguación previa (AP), mientras 
que en el mapa 7 se incluye el porcentaje de delitos ocurridos en los que 
se inició una AP. 



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

47

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

Mapa 6 México 2013: Porcentaje de denuncias en las que se inició una 
Averiguación previa, ENVIPE 2014

Mapa 7 México 2013: Porcentaje de delitos ocurridos en los que se inició 
una Averiguación previa. ENVIPE 2014
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	 En el primer caso los extremos están, por un lado en los estados 
del Golfo Tamaulipas y Veracruz, donde solamente en 47.8% -menos 
de la mitad- de las denuncias se inicia una AP, y por el otro en Baja 
California sur, Chihuahua, Tabasco y Quintana Roo en alrededor de 
tres de cada cuatro denuncias se da inicio al proceso penal, mientras que 
el máximo se registra en Yucatán, con 77%. En cambio, si observamos 
el mapa 7, los estados donde la menor proporción de delitos da lugar a 
una AP son Guerrero, Estado de México, Tamaulipas, Veracruz, Oaxaca, 
Guanajuato, Puebla y San Luis Potosí, todos con valores inferiores a 
6%, mientras que sólo siete entidades sobrepasan 10%: Baja California, 
Quintana Roo, Yucatán, Sonora, Chihuahua, Colima y Baja California 
Sur.

La (des)confianza en las autoridades

El contacto de las víctimas con las autoridades está íntimamente ligado 
con la percepción que tiene la población de ellas. En la ENVIPE 2014 
se incluyeron preguntas sobre el desempeño institucional, que incluía 
una gradación sobre la confianza en una serie de autoridades. En el 
cuadro 6 se presenta el porcentaje de la población de 18 años y más que 
no tiene nada de confianza en las autoridades de seguridad pública por 
entidad federativa y tipo de autoridad: Marina, Ejército, Policía Federal, 
Procuraduría General de la República (PGR), Jueces, Policía Estatal, 
Policía Ministerial o Judicial, Ministerio Público (MP) y Procuradurías 
Estatales, Policía Preventiva Municipal y Policía de Tránsito.

	 La desconfianza absoluta en la Policía de Tránsito es diez veces 
la de la Marina, alcanza a una de cada cinco personas para la Policía 
Ministerial o Judicial y la Policía Preventiva Municipal y es de 18.5% 
para el Ministerio Público (MP) y Procuradurías Estatales. De esta 
manera, es posible explicar la relación negativa entre desconfianza ante 
esta última autoridad y el porcentaje de delitos que fueron denunciados 
ante el MP, la cual tiene un correlación de Pearson de -.296 con un nivel 
de significancia de 0.1 (gráfica 6). Una de cada seis personas mayores 
de edad considera al Ministerio Público (MP) y Procuradurías Estatales 
como nada efectivo y 64% los considera corruptos, según la ENVIPE 
2014. Los porcentajes correspondientes a la Policía Ministerial o 
Judicial son 14.5% y 61.6%. Mientras no se mejoren estas percepciones, 
sobre la base de cambios reales en su desempeño, seguiremos teniendo 
importantes niveles de falta de denuncia en los delitos ocurridos.



Propuesta de un índice para medir y analizar la violencia en México en apoyo al trabajo legislativo
Núm. 29

49

Instituto Belisario Domínguez
Dirección General de Análisis Legislativo 

Cuadro 6 México: Población de 18 años y más que no tiene nada de confianza en las autoridades de 
seguridad pública por entidad federativa y tipo de autoridad, marzo y abril de 2014

Marina Ejército Policía 
Federal

Procuraduría 
General de la 

República (PGR)

Jueces Policía 
Estatal

Policía 
Ministerial 
o Judicial

Ministerio 
Público (MP) y 
Procuradurías 

Estatales

Policía 
Preventiva 
Municipal1

Policía 
de 

Tránsito1

Estados Unidos 
Mexicanos

2,3 3,8 10,4 12,6 15,9 14,4 19,9 18,5 19,3 23,2

Aguascalientes 1,8 2,8 11,6 12,4 13,8 11,5 13,7 11,6 14,4 15,3
Baja California 2,7 4,1 11,8 14,1 14,4 16,2 18,7 14,0 18,1 18,9
Baja California Sur 1,4 2,1 9,0 12,0 15,6 12,6 21,2 16,6 12,7 17,1
Campeche 1,9 3,0 9,5 9,6 11,0 10,5 12,1 11,0 14,3 15,6
Coahuila 2,3 3,3 11,7 13,0 20,4 15,5 19,6 19,2 27,1 30,4
Colima 1,6 2,3 7,9 10,0 10,3 9,2 17,5 11,6 10,8 10,0
Chiapas 2,9 4,4 8,0 9,9 13,4 8,7 12,6 11,4 14,1 23,1
Chihuahua 5,0 9,2 24,8 18,9 18,0 18,4 20,0 17,2 21,0 25,5
Distrito Federal 2,3 4,4 14,1 21,1 31,0 18,1 32,1 36,7 NA 26,2
Durango 1,5 4,2 13,2 14,4 11,6 21,3 24,7 15,2 21,8 22,6
Guanajuato 1,8 4,5 9,4 9,8 11,8 9,2 14,1  13,3 18,0 16,8
Guerrero 1,3 2,9 9,8 9,5 15,1 13,0 27,6 17,6 23,3 25,4
Hidalgo 2,1 3,3 8,4 11,9 11,6 11,9 18,0 12,8 14,5 16,1
Jalisco 2,2 3,6 11,5 13,6 17,7 12,6 20,3 16,8 17,8 21,1
Estado de México 2,6 3,3 8,7 12,1 15,8 18,1 25,6 24,0 23,1 24,6
Michoacán 2,8 5,4 13,1 13,8 17,2 19,4 21,4 19,4 26,3 27,3
Morelos 2,7 4,5 10,9 16,1 16,2 21,9 26,0 21,9 25,8 28,6
Nayarit 3,2 3,6 9,4 11,0 11,5 15,5 16,0 14,9 18,4 19,6
Nuevo León 0,6 1,2 5,3 7,1 9,2 7,2 12,1 9,5 13,6 18,0
Oaxaca 2,0 3,0 9,3 9,8 13,9 8,9 17,2 13,7 12,6 23,5
Puebla 2,6 3,8 11,5 12,7 17,6 14,2 26,4 18,1 18,7 23,7
Querétaro 2,6 3,7 9,5 12,4 18,2 9,5 14,2 14,4 12,3 13,1
Quintana Roo 2,0 3,3 9,5 13,4 14,6 12,0 21,2 16,2 18,2 20,4
San Luis Potosí 1,7 2,0 9,0 9,2 11,8 17,3 18,2 13,4 21,1 28,4
Sinaloa 3,0 4,7 7,0 7,5 9,2 10,8 11,4 9,9 18,5 20,0
Sonora 2,9 6,8 9,1 12,4 13,4 15,7 13,5 14,1 17,8 24,2
Tabasco 2,4 4,0 10,0 12,0 15,0 18,7 18,1 19,0 18,8 27,8
Tamaulipas 2,9 4,5 8,2 9,4 9,4 13,6 19,6 12,4 31,6 32,7
Tlaxcala 1,5 3,2 9,7 6,8 13,0 10,0 14,4 11,9 15,4 NA
Veracruz 2,1 2,3 8,9 12,3 15,8 15,1 18,8 16,8 23,5 28,8
Yucatán 2,9 3,5 6,1 6,7 9,8 6,0 9,4 8,4 12,0 8,2
Zacatecas 0,4 1,0 6,8 7,1 9,1 8,7 10,8 9,9 24,3 18,9
1 Excluyen los casos en los cuales el informante declaró que no existe dicha autoridad.

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública, 2014.
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Gráfica 6 México 2013: Porcentaje de delitos que fueron denunciados 
ante el Ministerio público según el Porcentaje que percibe al MP y 

Procuraduría estatal como Nada confiable, ENVIPE 2014 Correlación de 
Pearson -.296 Sig .1

	 Además, la ENVIPE 2014 permite conocer las causas de la no 
denuncia de los delitos. En particular, en el mapa 8 se presenta el 
porcentaje de delitos no denunciados por causas atribuibles a la 
autoridad, por entidad federativa. Esta categoría incluye las opciones 
“por miedo a que lo extorsionaran”, “pérdida de tiempo”, “trámites 
largos y difíciles”, “desconfianza en la autoridad” y “por actitud hostil 
de la autoridad”. Estas razones alcanzan 78% en el Estado de México y 
74.3% en el Distrito Federal. Por otra parte, en el mapa 9 se presenta 
el porcentaje de víctimas que sí denunciaron delitos, pero que reportan 
que el trato recibido durante el proceso de denuncia fue “muy malo”; 
en el Estado de México, Tabasco, Distrito Federal, Sonora, Campeche y 
Puebla, este indicador es de alrededor de una cuarta parte.
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Mapa 8 México 2013: Porcentaje de delitos no denunciados por causas 
atribuibles a la autoridad, por entidad federativa

Mapa 9 México: Porcentaje de denunciantes que recibieron un trato 
Muy malo al momento de denunciar, 2013
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El proceso penal 

El siguiente paso después de la denuncia es el proceso penal. Sin 
embargo, a pesar de que el CNPJE reporta el inicio de 1’142,886 
averiguaciones previas por todos los delitos durante 2013 –o bien que la 
ENVIPE reporta 2’050,550 delitos en los que la población mayor de edad 
declaró que se había denunciado e iniciado una AP- el CNIJE solamente 
reporta 232,791 procesados e imputados por todos los delitos durante el 
mismo año. Si bien es cierto que una persona puede ser procesada por 
más de una delito, estas cifras de ser correctas implicarían un promedio 
de cinco delitos por procesado, si consideramos al CNPJE, o de once si 
tomamos en cuenta la ENVIPE. En realidad hay que tomar en cuenta 
dos cosa: una, que se trata de los procesados o imputados en ese año, 
no de los procesados e imputados por delitos cometidos en 2013, lo 
que impide hacer una medición precisa de la impunidad ni de ciertas 
características de los procesos judiciales, como su duración y en segundo 
lugar, que las cifras de las dos últimas columnas del cuadro 7 son 
indicadores de la eficiencia del sistema de procuración de justicia. Cabe 
señalar que Baja California Sur, Campeche y Nayarit no respondieron 
la sección correspondiente del CNIJE 2014 y que Aguascalientes, 
Coahuila, Colima, Michoacán y Veracruz respondieron que no habían 
tenido ningún procesado o imputado –por cualquier delito- durante 
2013. Tomando en consideración estas deficiencias en la información, se 
podría decir que las Procuradurías generales de Justicia más eficientes 
son Tlaxcala, con 64.1%, Sonora con 54%, Zacatecas con 48.5%, Chiapas 
con 45.2%, Durango con 42.6% y Nuevo León con 42.2%.

	 Si nos referimos al homicidio, la gráfica 7 muestra que no hay una 
correlación entre la tasa de procesados e imputados en el CNIJE y la de 
Presuntos delitos y delitos del CNPJE, tomando en consideración la tasa 
de denuncias por homicidio del SESNSP, todas por 10,000 habitantes.
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Gráfica 7 México 2013: Tasa de Procesados e imputados por el delito 
de homicidio (CNIJE) según la tasa de Presuntos delitos y delitos de 
homicidio (CNPJE), de acuerdo con la tasa de Denuncias por homicidio 

doloso (SESNSP). Tasas por 10,000 habitantes

Cuadro 7 México 2013: Averiguaciones previas iniciadas por todos los delitos según el CNPJE 
y la ENVIPE, Procesados e imputados por todos los delitos según el CNIJE y proporción que 

representan los Procesados e imputados de las AP iniciadas

AP iniciadas Procesados e 
imputados

CNIJE / 
CNPJE

CNIJE / 
ENVIPE

CNPJE ENVIPE CNIJE
Estados Unidos 
Mexicanos

1 142 886 2 050 550  232 971 20,4% 11,4%

Aguascalientes  17 443  18 115   0 0,0% 0,0%
Baja California  69 535  132 255  3 072 4,4% 2,3%
Baja California Sur  23 040  19 416
Campeche  1 775  14 601
Coahuila  43 321  41 201   0 0,0% 0,0%
Colima  11 570  18 503   0 0,0% 0,0%
Chiapas  23 051  49 101  10 420 45,2% 21,2%
Chihuahua  86 955  16 574 19,1%
Distrito Federal  176 816  234 867  33 877 19,2% 14,4%
Durango  8 868  23 875  3 782 42,6% 15,8%
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AP iniciadas Procesados e 
imputados

CNIJE / 
CNPJE

CNIJE / 
ENVIPE

CNPJE ENVIPE CNIJE
Guanajuato  53 031  69 898  9 821 18,5% 14,1%
Guerrero  39 664  25 651  9 241 23,3% 36,0%
Hidalgo  34 434  28 926  6 872 20,0% 23,8%
Jalisco  102 005  164 072  13 027 12,8% 7,9%
Estado de México  414 615  24 821 6,0%
Michoacán  35 095  44 338   0 0,0% 0,0%
Morelos  39 943  2 116 5,3%
Nayarit  7 619  17 975
Nuevo León  24 882  75 485  10 505 42,2% 13,9%
Oaxaca  26 975  27 991  8 342 30,9% 29,8%
Puebla  76 783  71 039  12 705 16,5% 17,9%
Querétaro  34 560  27 800  8 684 25,1% 31,2%
Quintana Roo  35 271  35 774  5 716 16,2% 16,0%
San Luis Potosí  19 797  41 388
Sinaloa  35 658  47 010  11 211 31,4% 23,8%
Sonora  34 492  65 603  18 634 54,0% 28,4%
Tabasco  48 863  38 582  3 841 7,9% 10,0%
Tamaulipas  36 824  22 182  4 902 13,3% 22,1%
Tlaxcala  7 840  21 108  5 029 64,1% 23,8%
Veracruz  73 583  77 703   0 0,0% 0,0%
Yucatán  33 262  35 554  6 466 19,4% 18,2%
Zacatecas  6 829  19 024  3 313 48,5% 17,4%

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública, 2014; Censo Nacional 
de Procuración de Justicia Estatal 2014. Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2014.

La sanción de los delitos

El Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema 
Penitenciario Estatales 2014 ofrece información acerca de las 
personas recluidas en los centros penitenciarios, así como de la 
capacidad de tales centros y del personal que en ellos labora. En el 
cuadro 8 se presenta la población en los centros penitenciarios según 
entidad federativa, tanto para los que ahí se encuentran por delitos 
del fuero común como para los del fuero federal. Cabe señalar que la 
cifra total presentada difiere de la que se ofrece en el 3er Informe de 
gobierno del Ejecutivo federal, que es de 246,334.
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Cuadro 8 México 2013: Población en los centros penitenciarios, capacidad instalada y porcentaje de 
ocupación, según entidad federativa

Población de los centros penitenciarios Capacidad instalada Porcentaje 
de 

ocupaciónIngresos Egresos Reclusos Población 
sentenciada

En 
proceso 

de recibir 
sentencia

No 
especificado

Fuero 
Común

Fuero 
Federal

Total Fuero 
Común

Fuero 
Federal

Total Fuero 
Común

Fuero 
Federal

Total Total

Estados Unidos 
Mexicanos

174.000 24.318 198.318 163.283 24.895 188.178 187.566 27.128 214.694 164.866 58.822 67.682 38.362 130,2%

Aguascalientes 1.112 125 1.237 1.784 267 2.051 1.136 225 1.361 1.436 699 737 94,8%

Baja California 17.964 5.845 23.809 16.062 6.203 22.265 13.484 3.111 16.595 14.823 3.344 11.479 112,0%

Baja California Sur 1.544 255 1.799 1.359 301 1.660 1.532 272 1.804 1.564 606 958 115,3%

Campeche 1.252 258 1.510 1.134 303 1.437 1.422 166 1.588 1.704 1.000 704 93,2%

Coahuila 2.891 16 2.907 2.495 34 2.529 2.604 25 2.629 2.877 2.877 91,4%

Colima 3.303 485 3.788 2.794 361 3.155 3.316 297 3.613 876 358 518 412,4%

Chiapas 4.984 691 5.675 7.315 770 8.085 6.050 614 6.664 4.848 100 194 4.554 137,5%

Chihuahua 6.491 1.291 7.782 5.775 1.454 7.229 6.008 962 6.970 6.973 4.204 2.769 100,0%

Distrito Federal 22.289 170 22.459 22.783 800 23.583 36.702 3.784 40.486 22.411 6.296 16.115 180,7%

Durango 3.219 70 3.289 2.216 102 2.318 2.881 124 3.005 2.131 1.058 1.073 141,0%

Guanajuato 5.524 1.435 6.959 5.407 1.381 6.788 3.473 570 4.043 5.616 3.457 2.159 72,0%

Guerrero 4.647 508 5.155 4.198 524 4.722 4.757 1.099 5.856 3.799 3.799 154,1%

Hidalgo 3.489 277 3.766 3.205 294 3.499 3.055 277 3.332 1.886 1.712 174 176,7%

Jalisco 12.319 4.686 17.005 12.030 3.291 15.321 11.361 5.163 16.524 9.518 9.518 173,6%

Estado de México 14.105 777 14.882 8.904 479 9.383 18.326 1.034 19.360 10.315 3.759 6.556 187,7%

Michoacán 3.474 115 3.589 3.074 162 3.236 4.227 688 4.915 8.486 4.774 3.712 57,9%

Morelos 1.688 383 2.071 1.096 189 1.285 2.869 627 3.496 2.899 1.318 1.581 120,6%

Nayarit 2.850 171 3.021 1.944 119 2.063 2.324 100 2.424 962 962 252,0%

Nuevo León 4.466 662 5.128 4.748 1.073 5.821 7.050 1.492 8.542 6.552 4.375 2.177 130,4%

Oaxaca 3.286 709 3.995 2.794 722 3.516 3.765 551 4.316 4.238 1.496 2.742 101,8%

Puebla 3.594 498 4.092 3.034 546 3.580 4.612 380 4.992 3.821 2.789 1.032 130,6%

Querétaro 4.304 273 4.577 3.960 322 4.282 2.469 263 2.732 2.556 1.489 1.067 106,9%

Quintana Roo 2.729 405 3.134 2.643 284 2.927 2.641 179 2.820 2.010 2.010 140,3%

San Luis Potosí 4.937 439 5.376 6.182 436 6.618 4.142 124 4.266 3.454 1.816 1.638 123,5%

Sinaloa 5.734 1.190 6.924 4.552 1.479 6.031 5.627 1.261 6.888 6.443 4.644 1.799 106,9%

Sonora 13.244 791 14.035 12.817 1.344 14.161 10.436 1.692 12.128 7.592 7.592 159,7%

Tabasco 3.752 563 4.315 4.320 437 4.757 4.680 208 4.888 4.898 2.112 2.786 99,8%

Tamaulipas 2.898 360 3.258 3.181 533 3.714 4.926 1.080 6.006 7.050 7.050 85,2%

Tlaxcala 1.506 227 1.733 1.478 243 1.721 717 109 826 1.014 500 514 81,5%

Veracruz 5.394 36 5.430 5.412 73 5.485 7.794 179 7.973 8.046 4.880 3.166 99,1%

Yucatán 3.997 250 4.247 3.741 260 4.001 2.166 187 2.353 2.781 1.352 1.429 84,6%

Zacatecas 1.014 357 1.371 846 109 955 1.014 285 1.299 1.287 684 603 100,9%

Fuente: INEGI. Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales 2014.
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	 Al comparar la población recluida con la capacidad instalada 
podemos obtener el porcentaje de ocupación, que en realidad nos habla 
de las condiciones de hacinamiento en las prisiones de nuestro país, 
situación que poco ayuda a la rehabilitación de los delincuentes y a 
su reinserción social. Esto es particularmente preocupante en Colima, 
donde la población recluida (3,613) representa cuatro veces la capacidad 
instalada, de 876. En Nayarit hay 2,424 internos para una capacidad de 
962 personas, en el Estado de México hay una ocupación de 188% y en el 
Distrito Federal es de 181%.

Mapa 10 México 2013: Porcentaje de ocupación en los centros 
penitenciarios, por entidad federativa

	 Si tomamos en consideración el número de delincuentes que 
participan en la comisión de delitos (1.8 en promedio nacional) y lo 
multiplicamos por las Averiguaciones previas iniciadas por los delitos 
ocurridos durante 2013 (2’050,550 según la ENVIPE 2014), tendríamos 
un total de 3’861,357 de probables responsables que tendrían que 
enfrentar un proceso penal. Suponiendo que una cuarta parte de los 
delitos son delitos graves por lo que estos probables responsables tendrían 
que ingresar a un centro penitenciario, la correcta administración de la 
justicia implicaría que se tendría que encarcelar a 965,339 personas, 
5.86 veces la capacidad instalada de los centros de readaptación social; 
en otras palabras, tendríamos que quintuplicar el número de prisiones 
y personal para poder atender la demanda de justicia de la población. 
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Lo anterior representa un reto, tanto en la capacitación de recursos 
humanos, en la construcción de centros de readaptación social, como en 
el financiamiento a largo plazo de la aplicación de sentencias.

Propuesta de indicadores generales para el análisis de los delitos

Se presentan dos tipos de indicadores: 1) número de eventos y 2) 
razones de estos eventos, a partir de la propuesta de Ramírez (2012). 
A continuación se describen cuatro del primer tipo y cinco del segundo.

Eventos:

1.	 HV= Hechos violentos. Se refiere a los delitos reportados como 
ocurridos durante 2013 en la ENVIPE 2014 para tomar en 
consideración la cifra negra. 

2.	 AP= Averiguaciones previas. Es el registro de averiguaciones previas 
registradas durante 2013 que publica el CNPJE 2014. 

3.	 SP= Sujetos a proceso. Se refiere a los Procesados e imputados por 
todos los delitos durante 2013, registrados en el CNIJE 2014.

4.	 SC= Sentenciados con sentencia condenatoria. Es el conjunto de los 
sentenciados a los que se les impuso una condena durante 2013. 
Esta información también proviene del CNIJE 2014.

Razones:

1.	 RAH=Razón de las averiguaciones previas sobre los hechos violentos. 
Es un indicador de denuncia que denota la confianza que tiene la 
población en el aparato de procuración e impartición de justicia.

RAH =  AP

             HV

2.	 RPA= Razón de sujetos a proceso sobre las averiguaciones previas. 
Este indicador es una aproximación para medir la efectividad del 
aparato de procuración de justicia y su capacidad de consignar a 
un posible responsable del delito por cada averiguación previa. Es 
importante advertir que esta razón tiene valores entre [0,1] en los 
casos donde sólo hay un agresor por cada averiguación previa, y que 
los valores fuera de rango posiblemente se deben a casos donde hay 
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varios posibles responsables del delito, lo que suele ser más frecuente 
en algunos delitos como por ejemplo el secuestro. 

RPA =  SP
             AP

3.	 RCH=Razón de los sentenciados con condena sobre los hechos 
violentos. El indicador pretende medir la efectividad del aparato de 
procuración e impartición de justicia con respecto a la cifra negra. 
Podría tomarse como un acercamiento a un índice de impunidad. Da 
cuenta de los sentenciados con condena por cada delito que ocurre 
según el dato de cifra negra. Este indicador debe tomarse con cautela 
dado que, como ya se mencionó, un delito no corresponde directamente 
a una sentencia pues dependerá del número de perpetradores. 
Además, el dato de la cifra negra es sólo una aproximación gruesa 
como se ha descrito en el presente capítulo.

RCH =  SC
             HV

4.	 RCA=Razón de los sentenciados con condena sobre las averiguaciones 
previas. A partir de este indicador se pretende tener un acercamiento 
sobre la efectividad del aparato de procuración e impartición de 
justicia con respecto a los delitos denunciados y a raíz de los cuales se 
abre una averiguación previa, es decir, los sentenciados con condena 
por cada averiguación previa registrada. El indicador presenta 
los mismos problemas que los anteriores respecto al número de 
agresores con condena que están relacionados por cada averiguación 
previa. En este indicador es importante tener en cuenta que los 
procesos judiciales llevan tiempo y que se podrán procesar a posibles 
responsables por el delito en un futuro.

RCA =  SC
             AP

5.	 RCP= Razón de los sentenciados con condena sobre los sujetos 
a proceso. Esta razón busca medir la efectividad del aparato de 
impartición de justicia, es decir, cuántos de los procesados obtienen 
una condena. Esto da cuenta de la medida en que se sanciona a 
los sujetos a proceso que son señalados como responsables por 
el Ministerio Público. Es importante resaltar que en este caso 
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el indicador, a diferencia de los anteriores, necesariamente se 
encuentra en el rango [0,1], ya que los sujetos sentenciados son un 
subconjunto de los sujetos a proceso. 

RCP =  SC
             SP

	 En lo que se refiere a la Razón de las averiguaciones previas sobre 
los hechos violentos RAH, el cuadro 9 y el mapa 11 muestran que en 
menos de 3.5% de los presuntos delitos se inicia una averiguación 
previa, pero en Campeche no llega a uno por ciento. En cambio, en Baja 
California Sur la proporción es de casi uno de cada cinco delitos. No es 
posible calcularla para Chihuahua, Estado de México y Morelos por 
falta de información. Si refinamos el cálculo y sólo lo realizamos para 
las entidades federativas con información disponible, el valor global 
aumenta a 5.33%, una cifra todavía demasiado baja. Cabe señalar que 
esta cifra corresponde al complemento de la cifra negra, por lo que un 
objetivo de las autoridades sería aumentar esta razón hasta acercarla a 
uno. Si bien en este ejercicio estamos presentando el cálculo global, se 
pueden hacer diversas desagregaciones, en especial por tipo de delito, 
municipios o regiones o incluso áreas geográficas más reducidas.  
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Cuadro 9 México 2013: Indicadores generales para el análisis de los delitos.

Hechos 
violentos

HV

Averiguaciones 
previas

AP

Sujetos a 
proceso

SP

Sentencias 
condenatorias

SC

RAH=AP
          HV

RPA=SP
         AP

RCH=SC
          HV

RCA=SC
           AP

RCP=SC
          SP

Estados Unidos 
Mexicanos

33 090 263 1 142 886  232 971  73 971 0,035 0,204 0,002 0,065 0,318

Entidades comparables 0,053 0,174 0,003 0,071 0,356
Aguascalientes  205 127  17 443   0   942 0,085 0,000 0,005 0,054 -
Baja California 1 303 983  69 535  3 072  1 087 0,053 0,044 0,001 0,016 0,354
Baja California Sur  118 088  23 040 0,195
Campeche  182 882  1 775 0,010
Coahuila  486 261  43 321   0 0,089 0,000
Colima  129 070  11 570   0 0,090 0,000
Chiapas  597 576  23 051  10 420  3 237 0,039 0,452 0,005 0,140 0,311
Chihuahua  749 926  16 574
Distrito Federal 3 482 643  176 816  33 877  20 869 0,051 0,192 0,006 0,118 0,616
Durango  253 536  8 868  3 782   427 0,035 0,426 0,002 0,048 0,113
Guanajuato 1 260 401  53 031  9 821   140 0,042 0,185 0,000 0,003 0,014
Guerrero  770 092  39 664  9 241  1 971 0,052 0,233 0,003 0,050 0,213
Hidalgo  442 028  34 434  6 872  2 067 0,078 0,200 0,005 0,060 0,301
Jalisco 2 454 796  102 005  13 027  8 938 0,042 0,128 0,004 0,088 0,686
Estado de México 10 402 386  24 821  7 375 0,001 0,297
Michoacán  736 005  35 095   0  2 171 0,048 0,000 0,003 0,062 -
Morelos  478 588  2 116   857 0,002 0,405
Nayarit  211 666  7 619 0,036
Nuevo León 1 126 917  24 882  10 505  1 057 0,022 0,422 0,001 0,042 0,101
Oaxaca  539 391  26 975  8 342   848 0,050 0,309 0,002 0,031 0,102
Puebla 1 248 700  76 783  12 705  2 908 0,061 0,165 0,002 0,038 0,229
Querétaro  362 217  34 560  8 684 0,095 0,251
Quintana Roo  354 724  35 271  5 716   593 0,099 0,162 0,002 0,017 0,104
San Luis Potosí  696 378  19 797 0,028
Sinaloa  603 192  35 658  11 211  4 326 0,059 0,314 0,007 0,121 0,386
Sonora  598 092  34 492  18 634  9 636 0,058 0,540 0,016 0,279 0,517
Tabasco  489 783  48 863  3 841  1 816 0,100 0,079 0,004 0,037 0,473
Tamaulipas  460 217  36 824  4 902  1 609 0,080 0,133 0,003 0,044 0,328
Tlaxcala  218 102  7 840  5 029   470 0,036 0,641 0,002 0,060 0,093
Veracruz 1 510 050  73 583   0 0,049 0,000
Yucatán  340 462  33 262  6 466   627 0,098 0,194 0,002 0,019 0,097
Zacatecas  273 205  6 829  3 313 0,025 0,485

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública, 2014; Censo Nacional de 
Procuración de Justicia Estatal 2014. Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2014. 
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	 Mapa 11 México 2013: Razón de las averiguaciones previas sobre los 
hechos violentos por entidad federativa 

Por lo que toca a la Razón de sujetos a proceso sobre las averiguaciones 
previas RPA, el mapa 12 muestra que es mayor el número de entidades que 
no ofrecieron la información requerida: Baja California Sur, Campeche, 
Chihuahua, Estado de México, Morelos, Nayarit y San Luis Potosí. El 
valor promedio de este indicador es de 20%, pero de sólo 17.3% para 
los estados que sí brindaron información; destacan Tlaxcala con 64.5%, 
Sonora con 54% Chipas con 45%, Durango con 43% y Nuevo León con 42%. 
Esto significa que en menos de uno de cada cinco averiguaciones previas 
(o carpetas de investigación) los procedimientos utilizados permitieron 
identificar a un presunto responsable, con lo suficientes indicios para 
sujetarlo a proceso. Esto puede deberse a múltiples factores, desde una 
mala capacitación, corrupción, ineficiencia, o insuficiencia de recursos 
humanos materiales y financieros para atender los casos que son 
denunciados. Debería haber estudios para determinar, en cada agencia 
del Ministerio público, cuáles son las causas de los bajos niveles en esta 
razón y una vez identificadas causas, atacarlas mediante intervenciones 
claramente orientadas, con objetivos y metas precisos.
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Mapa 12 México 2013: Razón de sujetos a proceso sobre las 
averiguaciones previas por entidad federativa

El mapa 13 presenta los valores de la Razón de los sentenciados con 
condena sobre los hechos violentos RCH, pero aumentan los estados que 
no dieron la información necesaria para su cálculo: Baja California Sur, 
Campeche, Coahuila, Colima, Chihuahua, Nayarit, San Luis Potosí, 
Veracruz y Zacatecas. Para el resto de las entidades, el valor es de 0.26%, 
el cual es ligeramente mayor al de la suma simple, que es de 0.22%; el 
valor máximo es de 1.6% en Sonora y el mínimo sólo alcanza 0.011%. 
Estos valores significan que solamente en poco más de uno de cada 
cuarenta casos de probables delitos se logra una sentencia condenatoria, 
lo que sería el mejor acercamiento disponible para la impunidad.
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Mapa 13 México 2013: Razón de los sentenciados con condena sobre los 
hechos violentos por entidad federativa

Mapa 14 México 2013: Razón de los sentenciados con condena sobre las 
averiguaciones previas por entidad federativa
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Mapa 15 México 2013: Razón de los sentenciados con condena sobre los 
sujetos a proceso por entidad federativa

	 Para el cálculo de la Razón de los sentenciados con condena sobre 
las averiguaciones previas RCA no se cuenta con información de Baja 
California Sur, Campeche, Coahuila, Colima, Chihuahua, Estado 
de México, Nayarit, San Luis Potosí, Veracruz y Zacatecas. El valor 
global es de 6.5% y para las entidades con información disponible es de 
7.14%, alcanzando 38% en Sonora, 14% en Chiapas y 12% en el Distrito 
Federal, como se aprecia en el mapa 12. En México solamente en uno 
de cada catorce averiguaciones previas (o carpetas de investigación) se 
logra una sentencia condenatoria: esta es la evidencia de una muy baja 
efectividad del aparato de procuración de justicia.

	 Finalmente, para la Razón de los sentenciados con condena sobre los 
sujetos a proceso RCP, no se cuenta con información de Baja California 
Sur, Campeche, Coahuila, Colima, Chihuahua, Nayarit, Querétaro, San 
Luis Potosí, Veracruz ni de Zacatecas. El valor global es de 32%, pero 
para el conjunto de entidades con información, el valor de este indicador 
sube a 35.6%, resaltando Jalisco con 69%, el Distrito Federal con 62%, 
Sonora con 52% y Tabasco con 47%. Esto quiere decir que solamente 
en poco más de uno de cada tres casos se le impondrá una sentencia 
condenatoria a una persona que haya sido señalada por el Ministerio 
público (o fiscalía general) de ser el presunto responsable de un delito.
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Conclusiones y recomendaciones

Una conclusión general es que no contamos con la información 
necesaria para hacer un análisis con el detalle, la profundidad y la 
solidez metodológica que permita apoyar de la mejor manera el diseño, 
puesta en marcha, monitoreo y evaluación de las políticas públicas en 
materia de seguridad y justicia. A pesar de los esfuerzos de Inegi y del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
sigue habiendo deficiencias en la producción de información que impiden 
la construcción de indicadores para por un lado poder ejercer el derecho 
de acceso a la información y por otro para evaluar la acción pública en 
la materia. Se trata de una situación compartida con otros países de 
la región, donde la tendencia creciente de la delincuencia no parece ir 
acompañada de una inversión significativa en conocer más sobre este 
problema y sobre la eficacia de las políticas dirigidas a resolverlo (Di 
Tella, Edwards y Schargrodsky, 2010). 

	 Resulta indispensable especificar responsabilidades -en todos 
los actores del proceso, desde las policías preventivas, pasando por 
las procuradurías generales de justicia o fiscalías generales de las 
entidades federativas y el sistema judicial- para primero, aportar toda 
la información requerida en los censos de gobierno y posteriormente, 
desarrollar sistemas de información completos y eficaces que incluyan 
además de una perspectiva de victimización, los procesos de procuración 
e impartición de justicia. Sólo de esta manera resultaría posible hacer 
un análisis de los niveles de criminalidad y sus características, lo que 
además permitiría medir la eficacia de los procesos de procuración e 
impartición de justicia. 

	 Un análisis reciente del Banco Interamericano de Desarrollo sobre 
costos del crimen en América Latina (Jaitman, 2015) llega a diversas 
conclusiones en relación con la recopilación y difusión de información 
sobre la actividad delictiva, siendo la principal que la región presenta 
un atraso considerable, con grandes brechas en los datos estadísticos 
que entorpecen la formulación de políticas y el análisis de la actividad 
delictiva. En términos generales, encuentran cuatro aspectos clave en 
los que deben mejorar los sistemas de estadísticas sobre la delincuencia 
de América Latina, a partir de lo recomendado en el Manual para la 
Elaboración de un Sistema de Estadísticas sobre Justicia Penal de la 
ONU (UNDESA, 2003):
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1.	 La orientación hacia el usuario. Un sistema ideal de estadísticas 
sobre la delincuencia debería producir, como mínimo, indicadores 
sobre la seguridad ciudadana (como el índice delictivo por tipo 
de delito) e indicadores de las respuestas del sistema de justicia 
penal (recursos, desempeño y castigo sistémico). Sin embargo, la 
información que proporcionan los sistemas estadísticos sobre la 
delincuencia de la región suele no estar a disposición general, carece 
de periodicidad y es poco detallada.

2.	 La planificación y gestión efectiva de los sistemas de estadísticas 
sobre la delincuencia. Las dependencias encargadas de recopilar los 
datos por lo general están adscritas a diferentes niveles del gobierno 
y a diversos organismos en cada nivel gubernamental. Además, 
en la mayoría de los países, la falta de recursos y capacitación 
son obstáculos importantes para la recopilación y el análisis de 
estadísticas.

3.	 La neutralidad política y un perfil público elevado; por el contrario, 
la importancia de la delincuencia, como problema que preocupa a los 
potenciales electores, a veces se ha usado para fines de manipulación 
política, al influenciar el contenido y el momento elegido para dar a 
conocer estadísticas sobre la delincuencia.

4.	 Sistemas de estadísticas sobre la actividad delictiva con alcance y 
contenido claramente expresados e integrados. La información que 
ofrecen no obedece a la reacción al problema de la delincuencia por 
parte del sistema de justicia penal y dichos sistemas no usan conceptos 
y clasificaciones comunes. Esta falta de información uniforme y 
disponible de manera periódica ha obligado a los investigadores 
a depender exclusivamente de las estadísticas sobre homicidios 
recopiladas por la Organización Mundial de la Salud, para fines 
de comparaciones internacionales. A pesar de la diversidad de las 
definiciones, el “homicidio” puede ser el crimen cuyos datos más se 
recopilan y difunden en la región.

	 Para entender un fenómeno tan complejo como el costo de la 
actividad delictiva y la violencia, así como sus factores determinantes, 
para promover un debate constructivo y llevar a cabo evaluaciones 
rigurosas que acrecienten y mejoren el conocimiento sobre la 
delincuencia en América Latina y el Caribe, el citado estudio del BID 
considera –y compartimos estas conclusiones- imprescindible mejorar 
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la disponibilidad y la calidad de las estadísticas, así como crear 
instrumentos de recopilación de datos más precisos, especialmente un 
sistema integrado que permita el cruce de referencias de datos sobre 
denuncias, detenciones, poblaciones carcelarias y procesos judiciales, 
así como de datos provenientes de encuestas de victimización (Bergman 
y Whitehead, 2009).

	 Las recomendaciones internacionales referentes a un sistema 
ideal de estadísticas coinciden en que debe ofrecer una combinación 
de registros administrativos e indicadores basados en encuestas: los 
primeros subestiman la incidencia real de la delincuencia puesto que 
apenas una fracción de todos los actos delictivos cometidos es denunciada 
a la policía, especialmente cuando se trata de delitos menores, cuando 
las víctimas no confían en las autoridades locales o cuando las víctimas 
consideran el suceso un asunto privado. Como hemos mencionado, 
la llamada cifra negra hace necesario recurrir a otras fuentes para 
acercarse de mejor manera a la magnitud de la actividad delictiva, 
especialmente las encuestas de victimización. 

	 Partiendo del modelo de delito y castigo de Becker (1968), Jaitman 
(2015) propone cinco categorías prioritarias, cuando se considera 
el ámbito y el contenido de un sistema ideal de estadísticas sobre la 
actividad delictiva:

1.	 Incidencia de victimización en la sociedad, por tipo de delito, así 
como el nivel de temor a la delincuencia.

2.	 Cantidad de casos, que miden el volumen de incidentes en curso en el 
sistema judicial, incluyendo indicadores como la cantidad de delitos 
denunciados a la policía, la cantidad de casos abiertos y decididos en 
los tribunales, la cantidad de condenas, la población carcelaria, la 
tasa de reincidencia, etc.

3.	 Diversas características de los casos que se presentan, como 
por ejemplo, el tipo de delitos cometidos, la edad y el sexo de los 
delincuentes, la duración del proceso en los tribunales y las 
características sociodemográficas de los reclusos. 

4.	 Datos sobre los recursos, es decir, información que cuantifica los costos 
de administrar el sistema de justicia e información pormenorizada 
sobre la dotación de agentes, instalaciones, instrumentos de trabajo 
y tecnología disponibles; transporte, erogaciones por concepto 
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de sueldos y salarios, costos operativos, etc. Cuando se combinan 
datos sobre los recursos disponibles con datos sobre la cantidad de 
casos atendidos es posible generar indicadores de desempeño tales 
como el porcentaje de delitos resueltos por la policía entre todos 
los incidentes delictivos denunciados y la proporción de delitos que 
llegan a la vista incoatoria.

5.	 Información cualitativa que describe el proceso de justicia 
penal, la estructura organizacional, la autoridad legislativa, las 
responsabilidades y los programas propios de cada componente del 
sistema judicial.

	 Este tipo de información es esencial porque permite contextualizar 
e interpretar los datos sobre la cantidad de casos atendidos, sus 
características y los recursos empleados. Además, las estadísticas sobre 
el contexto social y económico son elementos importantes de un sistema 
ideal de estadísticas puesto que contribuyen a entender los datos de 
delincuencia y a facilitar el análisis y la investigación de políticas 
(Jaitman, 2015:92).

	 De esta manera, después de haber analizado el caso mexicano, 
llegamos a la conclusión que un tema imprescindible e inaplazable es la 
posibilidad de relacionar la información de las diferentes etapas de la 
procuración e impartición de justicia, desde la ocurrencia de un hecho 
ilícito, cuando se hace del conocimiento de las distintas autoridades, 
ya sean las policías preventivas municipales o estatales, o bien 
directamente los agentes del ministerio público, el inicio de denuncias y 
su transformación en averiguaciones previas o carpetas de investigación,  
hasta llegar a la reparación del daño, como mencionábamos al principio 
del documento.  Es decir, los sistemas de información deben permitir 
conectar cada caso a lo largo de los procesos de procuración e impartición 
de justicia, así como a la ejecución de las sentencias. Es la única manera 
de medir el acceso a la justicia y la impunidad, así como de la celeridad 
de la justicia.

	 También es necesario que la información acerca de los recursos 
humanos, tecnológicos y financieros utilizados a lo largo del proceso, 
por ejemplo, el número de agentes de las policías ministeriales que 
participaron en la investigación de una denuncia, para saber cuántos 
se requieren para lograr una consignación con detenido, cuáles fueron 
los procedimientos periciales utilizados con sus respectivos costos, y en 
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un ejemplo más concreto, en cuántos casos de robos de automóviles se 
utilizaron arcos detectores y cámaras de videovigilancia para localizar 
a los responsables y recuperar y devolver lo robado a sus legítimos 
propietarios. Solamente de esta manera se puede saber si el gasto en 
este tipo de herramientas se justifica y qué tipo de intervenciones son 
más eficientes.

	 En este momento, solamente podemos tener acercamientos 
secundarios a la impunidad, pero no podemos hacer estudios precisos 
para saber, por ejemplo, en qué delitos, a qué tipo de víctimas o qué tipo 
de agresores es más rápida  más lenta la justicia, si hay factores que 
hagan que en unos casos haya más presuntos responsables consignados 
que en otros, como por ejemplo el sexo o la pertenencia étnica y no 
podemos saber en este último caso si se contó con intérpretes para 
que tanto víctimas como procesados siguieran el proceso en su lengua 
materna, como es su derecho constitucional.

	 Resulta inaceptable que no podamos conocer la duración de los 
procesos, ni la aplicación de atenuantes y agravantes al momento de 
imponer sentencias, así como tampoco el grado de cumplimiento pleno 
de éstas, es decir, cómo se dan los beneficios de libertad anticipada. 
Tampoco sabemos nada acerca de la reparación del daño.

	 Esto podría hacerse incluyendo campos de identificación de los 
casos observados en los distintos momentos del proceso: las denuncias 
(el número de acta, en el ámbito de la procuración de justicia, del Poder 
Ejecutivo), las intervenciones policiacas, los procesos penales (en el 
ámbito de impartición de justicia, del Judicial), la ejecución de sentencias 
condenatorias y los procedimientos de reparación del daño. Si bien no 
resulta fácil la implementación de estos sistemas, ya hay ejemplos que 
pueden servir para ubicar buenas prácticas y dificultades que sólo con 
la operación de los sistemas y la producción de indicadores, no sólo 
información en bruto, es posible identificar y resolver. Un ejemplo son 
los sistemas de información que ha implementado el Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal, que ha conectado sus sistemas con los 
de la Procuraduría General de Justicia y con el Sistema penitenciario, 
de tal manera que es posible darle seguimiento a todo el proceso, 
independientemente de la institución que produce la información. Las 
posibilidades técnicas están ahí, falta la voluntad política de hacerlo.
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	 La ENVIPE muestra el grave problema de la falta de confianza 
en las autoridades, tanto de seguridad pública, como de procuración e 
impartición de justicia. Frecuentemente las autoridades ofrecen cifras 
que muestran una reducción del delito, cuando en realidad lo que se 
ha reducido es la denuncia. En ausencia de un sistema de información 
integrado, muy probablemente esto sólo sea un engaño a la ciudadanía, 
puesto que si los niveles de ocurrencia real de los delitos permanecen 
igual o incluso aumentan, pero no disminuye la mala percepción de 
las autoridades o la desconfianza hacia ellas, las víctimas tenderán a 
denunciar menos delitos. En realidad, un aumento en las denuncias 
debería verse como algo positivo, en particular cuando según los 
datos de la ENVIPE 2014 solamente se denuncia uno de cada quince 
delitos. Considerar que la reducción en el número de denuncias es un 
buen parámetro de la acción del estado frente a la delincuencia podría 
considerarse un error debido a la falta de conocimiento del proceso, 
un error que debería subsanarse, pero si lo comete un periodista o un 
analista; en el caso de las autoridades resulta inaceptable, pues este 
desconocimiento de los procesos de procuración e impartición de justicia 
forzosamente conducen a que el diseño, planeación, implementación, 
monitoreo y evaluación de las políticas, planes y programas que están 
bajo su responsabilidad sean ineficientes, poco eficaces y con baja 
efectividad. Los parámetros para calificar de exitosa o no la labor de 
las autoridades, si bien debe referirse a los ámbitos de actuación que la 
normatividad les acota, deben de considerarse como parte integral del 
proceso de acceso a la justicia y nunca como una parte independiente.

	 Los cinco indicadores que hemos propuesto (Razón de las 
averiguaciones previas sobre los hechos violentos, Razón de sujetos a 
proceso sobre las averiguaciones previas, Razón de los sentenciados 
con condena sobre los hechos violentos, Razón de los sentenciados con 
condena sobre las averiguaciones previas y Razón de los sentenciados 
con condena sobre los sujetos a proceso) son un primer avance en este 
sentido, el cual puede refinarse y ampliarse. Sin embargo, aún estos 
indicadores básicos no pueden ser calculados para todas las entidades 
federativas: para el primero, carecemos de información de los estados 
de Chihuahua, México y Morelos; para el segundo se les agregan Baja 
California Sur, Campeche, Nayarit y San Luis Potosí; en los otros 
índices hay que agregar Coahuila, Colima, Veracruz y Zacatecas. Sin 
embargo, a pesar de la obligatoriedad de proporcionar esta información, 
no hay ninguna sanción a las autoridades que tienen la responsabilidad 
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legal de hacerlo: son las propias autoridades quienes están violando la 
ley y no sabemos de casos en que se hayan fincado responsabilidades 
administrativas ni penales por tales omisiones.
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